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INTRODUCCIÓN  

  

 El único modo de llevar a cabo la explotación de los juegos de azar por parte de los 

operadores antes de la aparición de las nuevas tecnologías, era a través del juego presencial. Sin 

embargo, la evolución de la tecnología, y en concreto, el crecimiento y difusión de internet, ha 

dado lugar a una nueva forma de acceso a este tipo de ocio, esto es, el denominado juego online.  

 Es por ello que en el presente trabajo, se pretende estudiar la normativa del juego estatal 

que se ha establecido a lo largo del tiempo en España sobre los juegos presenciales, así como la 

reciente regulación del juego online, con la finalidad de analizar los distintos tipos de 

tributación a los que deben hacer frente las compañías de juego españolas y los efectos que 

comporta en el sector.  

 Atendiendo a una estructura metodológica, este breve estudio jurídico se estructura en 

tres capítulos.  

 En el primero de ellos, se estudiará las dos figuras tributarias de ámbito estatal que 

gravan los juegos presenciales, éstas son las tasas sobre rifas, tómbolas, apuestas y 

combinaciones aleatorias y la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar. Asimismo, se 

analizará cómo se llevó a cabo la posterior transferencia de dichas tasas a las Comunidades 

Autónomas (en adelante, CCAA), así como las competencias fiscales que ostentan éstas en 

materia de juego, sin ánimo de conocer todas las leyes de juego autonómicas, por la dispersión 

normativa que existe en esta materia. Por tanto, se analizarán los tributos meramente estatales 

que deben hacer frente los operadores de juego que realizan actividades de juego en territorio 

español.   

 En el segundo capítulo, trataremos la nueva regulación del juego llevada a cabo por el 

Estado en el año 2011, a través de la Ley 13/2011 de 27 de mayo, de regulación del juego (en 

adelante, LRJ), que afecta en esencia al juego online. Se indicaran los motivos que llevaron al 

legislador a regular dicha modalidad, se analizará los aspectos generales de la norma, y el modo 

de acceso y control que establece la Administración para los operadores de juego online. 

Además, se hará mención a los distintos juegos que recoge la nueva ley, haciendo especial 

hincapié al régimen fiscal del juego online, en el que se hallan dos nuevos tributos, el impuesto 

sobre las actividades del juego y la tasa por la gestión administrativa del juego. De este modo, 

se podrá prever la distinción tributaria entre los juegos presenciales y juegos remotos que se ha 

establecido en el marco regulatorio de juego español.  

 En lo que respecta al tercer capítulo, nos centraremos en el régimen fiscal de los 

operadores de juego online españoles, con la idea de mostrar los distintos tributos que gravan la 
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actividad del juego que realizan éstos, lo cual, a mi parecer, puede conllevar a una 

sobreimposición fiscal. En la misma línea, se estudiarán otros regímenes fiscales de juego 

online de otros Estados europeos, y los efectos que han generado a sus respectivos mercados de 

juego, con la intención de conocer que régimen fiscal es el más idóneo para el sector del juego 

online.  
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1. ANTECEDENTES NORMATIVOS 

 

1.1 Ley/1964, de 11 de junio, de Reforma del Sistema Tributario y Decreto 3059/1966, de 1 

de Diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de Tasas Fiscales. 

 

A tenor del artículo 222.1 de la Ley/1964, de 11 de junio, de Reforma del Sistema 

Tributario (en adelante, LRST), se estableció una tasa sobre rifas, tómbolas, apuestas y 

combinaciones aleatorias con fines publicitarios. Posteriormente se elaboró el Decreto 

3059/1966, de 1 de diciembre, por el que se aprobaría el Texto Refundido de las Tasas Fiscales 

(en adelante, TRTF), con el objetivo de desarrollar la mencionada Ley.   

El TRTF actualmente está en vigor, y en él, se establecen los diferentes elementos 

tributarios que componen la tasa. Sin embargo, la definición de cada juego no se recoge en 

ningún punto de la norma. De ahí, a que sea necesario definir con normativa estatal actual  los 

cuatro modelos de juego sujetos a la exacción de la tasa:  

a) La primera modalidad de juego es la rifa, entendiéndose esta como «aquella 

modalidad de juego consistente en la adjudicación de uno o varios premios mediante la 

celebración de un sorteo o selección por azar, entre los adquirientes de billetes, papeletas u 

otros documentos o soportes de participación, diferenciados entre sí, ya sean de carácter 

material, informático, telemático o interactivo, en una fecha previamente determinada, y 

siempre que para participar sea preciso realizar una aportación económica. El objeto de la rifa 

puede ser un bien mueble, inmueble, semoviente o derechos ligados a los mismos, siempre que 

no sean premios dinerarios
1
». La exigibilidad de la tasa de acuerdo con la LRST se producía 

con la autorización que otorgaba el Ministerio de Hacienda. Por lo que respeta al devengo del 

tributo ésta, se producirá cada vez que se conceda una autorización, o bien, se celebre una rifa, 

no bastando la mera organización para que la tasa devengue, como apunta el artículo 40 del 

TRTF. El tipo aplicable en las rifas es del 35% del importe total de los billetes o boletos 

vendidos en el sorteo, sin perjuicio de las rifas benéficas de carácter tradicional que tributan al 

15%.  

b) Por lo que respecta a la modalidad de juego de la tómbola, esta es de naturaleza 

similar a la rifa, diferenciándose en que los bienes o premios se hallan asignados en los mismos 

boletos, y por ello, no se requiere de la celebración de ningún sorteo. En este supuesto, la 

autorización necesaria guarda relación con el número de boletos que se vendan, a diferencia de 

la rifa, cuya autorización se requerirá para la celebración del sorteo. No obstante, del mismo 

                                                      
1
 Artículo 3.d) de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego.  
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modo que las rifas, el TRTF prevé que el devengo se dé también para aquellas tómbolas que se 

celebran sin autorización. La tasa aplicable también será del 35% sobre el valor de los boletos 

vendidos, con la excepción contemplada en el artículo 38.c) del TRTF para las tómbolas que se 

celebren en ocasión de mercados, ferias o fiestas locales con una duración inferior a 15 días, 

pudiendo optar a pagar una tasa diaria que variará según el número de personas que residan en 

la población donde se celebra.  

c) La tercera modalidad sujeta a la tasa son las apuestas, es decir, «aquella actividad de 

juego en la que se arriesgan cantidades de dinero sobre los resultados de un acontecimiento 

previamente determinado cuyo desenlace es incierto y ajeno a los participantes, 

determinándose la cuantía del premio que se otorga en función de las cantidades arriesgadas u 

otros factores fijados previamente en la regulación de la concreta modalidad de apuesta»
2
 La 

LRST en su artículo 222 prevé que será exigible cuando se celebren las apuestas, no obstante, el 

TRTF en su artículo 36 establece que se exigirán con la autorización, celebración u 

organización. Es importante señalar que el artículo 40.2 del mismo cuerpo normativo constituye 

el devengo en el momento de celebración u organización de apuestas, y es por ello, que no 

guarda relación la exigencia de autorización con el devengo de la tasa. Además, tal y como 

señala MANTERO SAENZ
3
, la autorización en la mayoría de apuestas conocidas se concedía 

por parte de la autoridad gubernativa, y no por el Ministerio de Hacienda. Por lo que respeta a la 

organización de apuestas como causa del devengo de la tasa, el mismo autor  expone que no hay 

fundamento alguno para exigir un tributo si no se origina la celebración de la apuesta, aun 

cuando se establezca su organización. Por todo esto, se desprende que el hecho imponible nace 

en el momento de la celebración de la apuesta, y por consiguiente, se pone en tela de juicio la 

naturaleza de dicha tasa, pudiendo calificarse esta como un impuesto, dado que no existe 

realmente una actividad administrativa
4
. El tipo de gravamen aplicable en las apuestas es del 7% 

con carácter general, con dos subtipos reducidos del 3%  para las apuestas de carreras de 

caballos y las que se celebren en frontones, y el 1,5% para las apuestas gananciosas 

denominadas traviesas, celebradas en frontones con la intervención del corredor.  

d) La cuarta y última modalidad de juego que se encuentra sujeta a esta tasa son las 

combinaciones aleatorias con fines publicitarios, entendidas como «aquellos sorteos que, con 

finalidad exclusivamente publicitaria o de promoción de un producto o servicio, y teniendo 

como única contraprestación el consumo del producto o servicio, sin sobreprecio ni tarificación 

adicional alguna, ofrecen premios en metálico, especie o servicios, exigiendo, en su caso, la 

                                                      
2
 Artículo 3.c) de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego. 

3
 MANTERO SAENZ, A. (1976) «Las exacciones sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones 

aleatorias», en Crónica Tributaria, núm. 19, pág. 70 
4
 ORON MORATAL, G. (1990): Régimen fiscal del juego en España. Madrid: Tecnos, pág. 121 
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condición de cliente de la entidad objeto de la publicidad o promoción.
5
». Con el objetivo de 

comprender el gravamen en esta modalidad de juego, debe señalarse que la expresión «con fines 

publicitarios», se refiere que para acceder al sorteo debe haberse adquirido previamente algún 

producto o servicio relacionado con el mismo, sin necesidad de satisfacer cantidad alguna para 

participar
6
. Así entonces, solo están sujetas a tasa aquellas combinaciones aleatorias con ánimo 

a promocionarse, excluyendo las que no tienen este fin publicitario
7
. En lo que se refiere al 

hecho imponible, la doctrina no ha sido unánime al establecer si este se genera con la 

autorización o bien con la celebración de la combinación aleatoria. Sin embargo, el Tribunal 

Económico-Administrativo se ha pronunciado al respecto, en el Acuerdo de 3 de febrero de 

1967, el cual establece que no puede estimarse la autorización como hecho imponible del tributo 

en el juego de combinaciones aleatorias, ya que la misma no es necesaria para llevar a cabo la 

celebración u organización en esta modalidad de juego
8
. Es por ello que, la celebración u 

organización como hecho imponible del tributo no exige de una actividad administrativa previa, 

y por tanto, del mismo modo que ocurre con las apuestas, no presenta las características propias 

de una tasa
9
. En cuanto al tipo de gravamen, a tenor del artículo 38.3 del TRTF, se aplicará el 

10% del valor total de los premios ofrecidos en la combinación aleatoria.  

En definitiva, el principal problema que resulta de esta «tasa» es que el TRTF no se 

configura conforme a la LRST, estableciendo que el hecho imponible y su devengo se produzca 

incluso sin el requisito de la autorización administrativa
10

. Este hecho ha supuesto divisiones 

doctrinales respeto a la naturaleza tributaria de esta tasa, resultando un auténtico impuesto para 

un sector de la doctrina, visto que no existe actividad administrativa en la celebración u 

organización del juego y por tanto no se cumple con el hecho imponible configurador de la tasa 

tributaria
11

.  

 

1.2 Real Decreto-Ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se regulan los aspectos penales, 

administrativos y fiscales de los juegos de suerte, envite o azar y apuestas 

 

El Real Decreto Ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se regulan los aspectos 

penales, administrativos y fiscales de los juegos de suerte, envite o azar y apuestas (en adelante 

                                                      
5
 Artículo 3.i) de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego 

6
 ORON MORATAL, G. (1990): Ob. Cit.  pág. 127 

7
 HERRERO SUAZO, S. (1973) «Las combinaciones aleatorias de las Cajas de Ahorro» Crónica 

Tributaria, núm. 6,  pág. 211 
8
 Vid. Acuerdo de 3 de febrero de 1967 del Tribunal Económico-Administrativo. ORON MORATAL, G. 

(1990): Ob. Cit. pág. 128.  
9
 Ibídem: pág. 129.  

10
 Ibídem: págs. 111-112 

11
 Entre otros, vid RAMIREZ GOMEZ, S. (1975) «La tributación del juego en el Estado de las 

Autonomías», en Crónica Tributaria, núm. 54, pág. 121.  
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RDL 16/1977), fue relevante en el marco normativo español del sector del juego ya que logró 

cumplir tres objetivos fundamentales: legalizar la actividad de los juegos de azar; requerir una 

autorización administrativa previamente; y crear una tasa especial sobre el juego
12

. No obstante, 

aunque fue la norma pionera que desencadenó un desarrollo reglamentario en materia de 

juego
13

, de acuerdo con las palabras de HERRAIZ SERRANO, el carácter preconstitucional del 

cuerpo normativo conllevó continuas derogaciones causadas fundamentalmente por la 

transferencia de competencias a las CCAA en materia de juego, y el principio de reserva de ley 

en materia tributaria amparado por las disposiciones 31.3 y 133 de la Constitución Española de 

1978 (en adelante, CE)
14

, que la misma establece que la configuración de los tributos solo puede 

realizarse mediante una norma con rango de ley. 

 

A) Hecho imponible 

 

La legalización de los juegos de suerte, envite o azar que llevó a cabo el RDL 16/1977,  

conllevó la creación de la ya mencionada tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar que 

tributa esencialmente sobre cuatro juegos de azar diferentes: los casinos de juego, el bingo, las 

máquinas recreativas con premio y azar, y el juego mediante boletos. En virtud de la disposición 

3.1 del RDL 16/1977, el hecho imponible de la tasa es la autorización, celebración u 

organización de juegos de suerte, envite o azar, de modo igual a la tasa regulada en el Texto 

Refundido sobre Tasas Fiscales. En esencia, se establecen realmente dos tipos de hechos 

imponibles: la autorización para la legítima explotación de los juegos; y la explotación del juego 

a través de la celebración u organización. No obstante, en juegos como las denominadas 

«máquinas tragaperras», la autorización por sí sola no agota el hecho imponible, es decir, el 

tributo no se paga solo con la concesión de la autorización, sino con la celebración u 

organización de los juegos ya que son estos hechos los que indican realmente la capacidad 

económica del obligado tributario
15

. Por tanto, la celebración u organización es lo que 

constituye el aspecto material del elemento objetivo del hecho imponible. En este sentido el 

                                                      
12

 HERRAIZ SERRANO, O. (2012) El nuevo régimen jurídico de los juegos de azar. Madrid: La ley, 

pág. 50 
13

 Entre otros, Real Decreto 444/1977, de 11 de marzo, por el que se dictan normes complementarias del 

Real Decreto-Ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se regulan los aspectos penales, administrativos y 

fiscales de los juegos de suerte, envite y azar; la OM de 1 de junio de 1977 que regularon los casinos y 

por la que se aprobó su Reglamento Provisional RD 2716/77, sobre la convocatoria de solicitudes de 

autorización de casinos y resuelta por la OM de 16 de febrero de 1978 que autoriza la apertura de 18 

casinos; la  OM de 9 de octubre de 1979 que autoriza la apertura de bingos; el RD 2110/79  que autoriza 

las maquinas con premio.  
14

 HERRAIZ SERRANO, O. (2012): Ob. Cit. pág. 51 
15

 SUBERBIOLA GARBIZU, I. (2014) Tributo sobre el juego que grava la explotación de máquinas 

recreativas ¿reflejo de los principios constitucionales de justicia tributaria? en ADAME MARTINEZ, 

F.; RAMOS PRIETO, J. (2014.): Estudios sobre el sistema tributario actual y la situación financiera del 

sector público. Madrid: Instituto de Estudios Fiscales. Págs. 3247 y 3248 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/libro?codigo=568218
https://dialnet.unirioja.es/servlet/libro?codigo=568218
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Tribunal Constitucional (en adelante, TC) en su Sentencia 126/1987, de 16 de julio, ha señalado 

que: 

«Cabe pensar, sin embargo, dadas las características que concurren en la 

configuración de este tributo, que más bien se trata de un hecho imponible de duración 

prolongada y del que, por consiguiente, constituye un elemento integrante su dimensión 

temporal. El hecho imponible de la tasa fiscal sobre juegos de suerte, envite o azar no se agota 

en el acto de autorización, sino que comprende también el mantenimiento de la autorización a 

lo largo del tiempo con la posibilidad de explotación de las máquinas o aparatos durante el 

mismo.» (FJ 12) 

Por lo que respecta a la verdadera naturaleza tributaria de ésta tasa, cabe apuntar que, en 

mi opinión, resulta confusa, de igual modo que se manifestó con la tasa sobre rifas, tómbolas, 

apuestas y combinaciones aleatorias
16

. Pese a denominarse tasa, el RDL 16/1977 incorporó en 

esta elementos propios tanto de la figura de la tasa como del impuesto, estableciendo además un 

tipo de gravamen que no cumple con las características propias de ninguna categoría tributaria, 

es decir: por un lado, no puede considerarse propiamente una tasa dado que se prescinde de su 

hecho imponible formal
17

, además de que su cuantificación se ejecuta de igual modo a la de un 

impuesto; por el otro tampoco resulta ser propiamente un impuesto, ya que el hecho imponible 

se vincula a la autorización del juego, y también, no posee los índices de capacidad económica 

suficientes para evidenciar el gravamen y la cuantía que se establecen
18

.  

No obstante, la reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo (en adelante, TS) y del 

TC ha concluido que la tasa creada por el artículo 3 del RDL 16/1977 es propiamente un 

impuesto estatal. A modo de ejemplo, la STC 296/1994, de 10 de noviembre, declara que: 

«El tributo sobre el juego, creado por el art. 3 del Real Decreto 16/1977 es una figura 

fiscal distinta de la categoría de "tasa", puesto que con ello no se pretende la contraprestación 

proporcional, más o menos aproximada, del coste de un servicio o realización de actividades en 

régimen de Derecho público, sino que constituye un auténtico "impuesto" que grava los 

rendimientos obtenidos por actividades de empresarios privados de manera virtualmente 

idéntica a los impuestos que gravan la adquisición de renta por actividades expresiva de 

capacidad económica.» (FJ 4) 

En la misma línea, la STS 3688/1988, de 17 de mayo, apuntó que:  

                                                      
16

 Vid sup.   
17

 De acuerdo al artículo 3.1 del RD 16/1977, el hecho imponible se genera con la autorización pero 

también con la celebración u organización del juego aun cuando no se haya obtenido la autorización.  
18

 MAZON HERNANDEZ, M. (2007) Análisis económico, jurídico y fiscal del juego. Valencia: Tirant  

Monografías, pág. 104. 
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«En tal aspecto, el hecho imponible, según se define allí, aparece constituido por la 

«autorización», celebración u organización de aquellos juegos y, en consecuencia, ese talante 

permanente y continuo, sin la equivalente y simétrica prestación de un servicio o la realización 

de una actividad por la Administración, les separa del concepto estricto de tasa, como 

contraprestación, para aproximarlo a una exacción más parecida a un impuesto.» (FJ 3) 

Así entonces, la denominación de «tasa» no guarda relación alguna con la naturaleza 

propia de este tributo, lo que puede parecer, un error por parte del legislador al utilizar ese 

concepto tomando como referencia la LRST y el TRTF
19

.  

 

B) Sujeto pasivo 

 

En cuanto al sujeto pasivo, el artículo 3.2 del RDL 16/1977 establece que serán los 

organizadores y las empresas que se encargan de celebrar los juegos, sin perjuicio que puedan 

ser responsables solidarios de la tasa los dueños y empresarios donde se celebran. Debe 

señalarse que el sujeto pasivo puede ser tanto persona física como jurídica, con la excepción de 

los juegos celebrados en casinos, en el que el sujeto pasivo que obtenga la autorización para la 

explotación de éstos debe ser persona jurídica constituida en sociedad anónima
20

. 

Otro punto a matizar es que en las cuatro modalidades de juego que se hallan reguladas, 

el sujeto  pasivo no es siempre el contribuyente, es decir, en el caso del juego del bingo y de los 

boletos el sujeto pasivo repercute el importe de la tasa a los jugadores  con  la venta del cartón o 

boleto, tratándose entonces de un impuesto indirecto que grava el consumo del juego
21

. En los 

juegos de casino y las máquinas recreativas la situación es distinta, ya que la verdadera 

naturaleza de esta mal denominada «tasa»  es la de impuesto directo, teniendo en cuenta la 

riqueza que se grava y la imposibilidad que tiene el sujeto pasivo para poder trasladar la cuota a 

los jugadores
22

. 

 

 

 

                                                      
19

 El Consejo Ejecutivo de la Generalitat de Cataluña, entre otros, declaró que, seguramente, el RDL 

16/1977 denomina tasa a esta figura tributaria por motivos históricos, es decir, el legislador ha optado por  

utilizar el mismo calificativo que se halla en normas anteriores como el TRTF o la LRST.   Vid. MAZON 

HERNANDEZ, M. (2007): Ob. Cit. pág. 105 
20

 ORON MORATAL, G. (1990): Ob. Cit. pág. 65 
21

 Ibídem págs. 82- 84  
22

 Ibídem. Pág. 77   
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C) Base imponible y tipo de gravamen  

 

Por lo que respecta a la base imponible de la «tasa», esta podrá delimitarse en régimen 

de estimación directa u objetiva, tomando en consideración distintos elementos según el juego 

de azar, de acuerdo al artículo 3.3 del RDL 16/1977. No obstante, para el cálculo de la base 

imponible, resulta indispensable analizar el reglamento que lo desarrolla, es decir, el Real 

Decreto 2221/1984, de 12 de diciembre, por el que se regula la tasa fiscal que grava la 

autorización o la organización o celebración de juegos de suerte, envite o azar (en adelante, RD 

2221/1984). Para la base imponible, el artículo 5 de la norma citada dispone que la base 

imponible sea la suma total de los importes jugados por los participantes, es decir, el volumen 

de negocios del operador de juego. No obstante, se establecen también en la misma disposición 

unas reglas especiales para calcular la base imponible: en los juegos de casino, se tendrá en 

cuenta los ingresos brutos obtenidos por el sujeto pasivo, es decir, los ingresos que restan 

después de satisfacer los importes ganados por los jugadores; para los juegos de bingo, y 

mediante boletos, los importes totales que ingrese el operador por la venda de los cartones o 

boletos sin ninguna deducción.  

Para las máquinas recreativas y de azar, no se requiere de base imponible ya que es de 

aplicación una cuota fija por cada máquina que se explote. Sin embargo, si la maquina puede ser 

utilizada por más de un jugador de manera independiente y simultánea, se exigirá tantas cuotas 

como jugadores que hagan uso de la máquina.   

Por lo que respecta al gravamen, El tipo aplicable general de la tasa es del 20%, no 

obstante, a tenor del artículo 4 del RDL 16/1977, se dispone también reglas especiales: para los 

juegos de casino, se aplicará una tarifa en la base imponible para determinar el tipo de 

gravamen, que podrá oscilar entre el 20% al 55%; para las máquinas recreativas y máquinas de 

azar, se establecen dos cuotas fijas anuales de 3.531 euros y 4.020,77 euros respectivamente, sin 

perjuicio de que las Leyes de Presupuestos puedan modificar esta cuantía
23

. 

 

 

 

 

                                                      
23

 La última modificación de la cuota fija de las máquinas de azar se adoptó con la Ley 12/1996, de 30 de 

diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1997; en el caso de la cuota fija de las máquinas 

recreativas,  la última modificación se fijó con la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos 

Generales del Estado para el año 2010. 
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D) Devengo  

 

 En lo relativo al devengo de la tasa,  el RDL 16/1977 establece en su artículo 5 que éste 

se origina con la autorización, celebración u organización del juego. Asimismo, la disposición 8 

del RD 2221/1984  dispone que el periodo impositivo de la misma sea anual, devengándose el 

último día del año natural en el que se hayan organizado o celebrado los juegos. En mi opinión, 

el legislador no ha definido debidamente el devengo de la tasa, ya que no tiene sentido que el 

precepto legal afirme que la tasa se devengue con la autorización, debido a que en el caso que se 

otorgara la autorización el último día del año, no se conocen aún los aspectos del elemento 

objetivo del hecho imponible, tal y como sostiene ORON MORATAL
24

: 

 «En ese momento resulta imposible la integración de los distintos aspectos del elemento 

objetivo del hecho imponible; el material, porque aún no se ha organizado el juego; el 

temporal, porque aún no ha llegado el último día del año natural, y el cuantitativo, porque se 

desconocen los ingresos obtenidos para la acumulación necesaria para la aplicación de la 

tarifa.» 

 Por tanto, si la autorización se otorgara el último día del año, no se podría calcular la 

cuota a pagar en tanto que, no solamente no se habría podido aun explotar los juegos, sino que 

no habrían ingresos por parte del operador que constituyan la base imponible del tributo.   

Del mismo precepto, se deduce que el devengo de las máquinas recreativas con premio 

y azar se origina el día 1 de enero de cada año, anticipando entonces el ingreso  de las 

cantidades correspondientes. Al respeto, se evidencia que el objetivo del legislador ha sido 

obtener unos ingresos avanzados para generar mayor liquidez al Tesoro Público, ya que 

establece presunción «iuris et de iure» de que la maquina sujeta a tributo generará unos ingresos 

al titular de ésta
25

. 

 Por último, el artículo 9 del  RD 2221/1984 expone que el devengo para los juegos del 

bingo y boletos nace en el momento que se hace uso de la autorización mediante la adquisición 

de los cartones o boletos, y en su defecto, cuando se celebren u organicen los juegos. No 

obstante, dado que cabe la posibilidad de admitir la devolución de los cartones, es  más acertado 

señalar que el devengo se origina cuando se venden los mismos a los jugadores y no cuando se 

adquieren por parte del organizador, de manera que el mismo sujeto pasivo una vez que 

                                                      
24

 Ibídem. Pág. 64 
25

 Ibídem. Pág. 88  



 

 

18 

adquiere los cartones debe hacer  un ingreso a cuenta que se hallará afectado al pago de la 

obligación cuando se proceda a la venta de los cartones
26

. 

 

1.3 Transferencia de competencias en materia de juego a las Comunidades Autónomas. 

 

  La promulgación de la CE supuso una nueva configuración del Estado Español, es 

decir, se estableció un Estado autonómico, razón por la cual, se constituyó un nuevo marco 

competencial.  

Concretamente en los artículos 148 y 149 CE, se recogen las competencias de las 

CCAA y las competencias exclusivas del Estado, respectivamente, no encontrándose, entre 

ellas, títulos competenciales referentes al juego.  

Pese a esto, el artículo 149.3 establece que: «Las materias no atribuidas expresamente 

al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud 

de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por 

los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de 

conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la 

exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de 

las Comunidades Autónomas», por tanto, como la materia de juego no compete al Estado tal y 

como se ha dicho anteriormente, las CCAA pueden ostentar la competencia en dicha materia  

siempre que se fije en sus respectivos Estatutos. Conviene subrayar que la CE establece dos 

modos de acceso a la Autonomía, estos son, de transición o plena
27

. Por un lado, las CCAA que 

acceden a la Autonomía de forma plena, pueden asumir a través de sus Estatutos de Autonomía 

las competencias  que le atribuye el artículo 148, y también, las restantes competencias no 

atribuidas expresamente al Estado. Por otro lado, el modo de acceso de transición dispone que 

las CCAA puedan asumir únicamente, mediante sus Estatutos de Autonomía, las competencias 

contempladas en el artículo 148
28

. Debe señalarse también que las CCAA pueden asumir 

competencias cuando el Estado  transfiera o delegue facultades a éstas, mediante Ley Orgánica 

(en adelante, LO), tal y como establece el artículo 150 de la CE. Sin embargo, asumir 

                                                      
26

 Ibídem. Pág. 79 
27

 El modo de acceso transitorio y pleno se establecen en  los artículos 148.2 y 151 de la CE 

respectivamente.  
28

 LOURDES RAMIS, M. (1992) Régimen jurídico del juego. Madrid: Marcial Pons Ediciones Jurídicas, 

pág. 118 
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competencias por vía de LO, conlleva a que el Estado pueda reservarse la facultad de controlar 

sobre aquellas facultades transferidas
29

.  

Por todo lo dicho, no todas las CCAA pudieron asumir de manera inicial la competencia 

exclusiva en materia de juego.  En este sentido, las Comunidades de Cataluña, País Vasco, 

Galicia, Andalucía, Islas Canarias, Valencia y Navarra asumieron desde el inicio la competencia 

exclusiva en materia de casinos, juegos y apuestas desde el inicio, con la exclusión de las 

Apuestas Mutuas-Deportivas Benéficas que son competencia estatal
30

. Por otro lado, el resto de 

CCAA no pudieron asumir éstas competencias hasta la aprobación de la Ley Orgánica 9/1992, 

de 23 de diciembre de transferencia de competencias a CCAA, ya que éstas accedieron a la 

autonomía por la vía del artículo 143 de la Constitución
31

. Por lo que respecta a las funciones y 

servicios, el Gobierno traspasó éstos de manera gradual mediante decretos. Además, en los dos 

primeros decretos de traspaso que se produjeron para Cataluña y País Vasco, se incluyeron 

disposiciones informativas para una correcta organización entre las Administraciones para 

informar sobre las previsiones de conjunto relativas a casinos, salas de bingo y máquinas 

recreativas y de azar en todo el territorio nacional
32

. 

Consecuentemente, cada Comunidad Autónoma elaboró sus propias leyes de juego una 

vez se ejerció el traspaso de las funciones y competencias en materia de juego. Es importante 

señalar, que la transferencia de competencia en materia de juego supuso algunos conflictos de 

competencia entre CCAA y Estado, como en el caso de la STS 163/1994, de 26 de mayo, en la 

que el TC expuso que la competencia exclusiva que ostentaba Cataluña en materia de juego no 

suponía un desapoderamiento por parte del Estado en ese sector, y que consecuentemente, el 

Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado (en adelante, ONLAE), constituido por 

el Real Decreto 904/1985, de 11 de junio, podía autorizar y celebrar sorteos, loterías, rifas, 

combinaciones aleatorias, juegos y apuestas en todo el territorio nacional. La interpretación que 

llevo a cabo el TC fue, que tanto la gestión del monopolio de la Lotería Nacional, como el 

otorgamiento de las concesiones o autorizaciones administrativas para la celebración de sorteos, 

loterías, rifas, apuestas y combinaciones aleatorias realizadas en todo el territorio nacional, se 

conciben como fuente de la Hacienda estatal, y por ello, son competencia del Estado de acuerdo 

con el artículo 149.1ª.14 CE
33

. 

                                                      
29

Ibídem, pág. 121 
30

Cataluña, País Vasco, Galicia y Andalucía asumieron competencias a través de sus Estatutos, mientras 

que Valencia, Islas Canarias y Navarra lo hicieron por vía de LO.  
31

 MAZON HERNANDEZ, M. (2007): Ob. Cit. págs. 74-75 
32

 Ibídem págs. 76-77 
33

 Vid. STC 163/1994, de 26 de mayo, FJ 8. 
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Por lo que respecta al ámbito fiscal, las exacciones que fueron transferidas en materia de 

juego a las CCAA fueron las tasas sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones 

aleatorias y la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar
34

.   

En un primer momento, las distintas CCAA no tenían capacidad para normativizar los 

tributos sobre el juego, aunque, de acuerdo con el artículo 6 y 12 de la a Ley Orgánica 8/1980, 

de 22 de septiembre, de financiación de las Comunidades Autónomas (en adelante, LOFCA), 

las CCAA podían crear tributos propios en materia de juego, siempre que no recayeran sobre 

hechos imponibles fijados por el Estado, y establecer recargos sobre los tributos del juego 

cedidos. No obstante, la situación cambió con la elaboración de la Ley 14/1996, de 30 de 

diciembre, de Cesión de Tributos del Estado a las comunidades autónomas y de Medidas 

Fiscales Complementarias que modificó la Ley 30/1983, de 28 de diciembre, reguladora de la 

Cesión de Tributos del Estado a las CCAA. Dicha modificación supuso que las CCAA 

ostentaran la capacidad normativa en los tributos del juego, tal y como se establece en los 

artículos 31 y 32 de la Ley 14/1996, es decir, eran competentes para normativizar: las 

exenciones; la base imponible; los tipos de gravamen y cuotas fijas. Pese a las amplias 

facultades que otorgaba este modelo, no todas las CCAA lo aceptaron
35

, y no fue hasta la 

adopción de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y 

administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen 

común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, que todas las CCAA se adaptaron a dicho 

modelo. En el artículo 42 de éste cuerpo legal se estableció que las CCAA eran competentes 

para normativizar los aspectos del tributo anteriormente mencionados, exceptuando los aspectos 

de sujeto pasivo y el hecho imponible que quedaban reservados para el legislador estatal.  

En conclusión, puede afirmarse que las CCAA tienen una amplia disposición normativa 

en materia de juego, y por ello,  los gobiernos autonómicos han utilizado estas facultades para 

normativizar estos tributos sobre el juego, priorizando la tasa fiscal de los juegos de suerte, 

envite y azar, por su mayor potencial recaudatorio
36

.  

 

 

                                                      
34

 HERMOSIN ALVAREZ, M. (2003) «Tributos sobre el juego cedidos a las Comunidades Autónomas»  

en Revista de Estudios Regionales, núm. 66, pág. 216 
35

 Las Comunidades de Extremadura, Andalucía y Castilla-La Mancha rechazaron este modelo, Véase 

LOPEZ MARTIN, M. C.; DE LOS RIOS BERJILLOS, A.; PEREZ HERNANDEZ, P.P. (2009) 

«Ingresos autonómicos: la tributación sobre el juego privado en Andalucía»  Presupuesto y Gasto 

Público, núm. 55, pág. 107  
36

Ob. Cit. HERMOSIN ALVAREZ, M. (2003): Pág. 218  
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2. EL NUEVO REGIMEN JURIDICO DEL JUEGO EN ESPAÑA. 

 

2.1 Motivos de la adopción de la Ley 13/2011 de 27 de mayo, de regulación del juego 

 

Actualmente, el sector del juego en el Estado español se encuentra regulado por la ley 

13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego. Dicha ley, contiene el marco regulatorio 

general de los juegos de ámbito estatal, dividiendo los juegos en dos tipos de actividades: los 

juegos de lotería de ámbito estatal, explotados exclusivamente por la Sociedad Estatal Loterías y 

Apuestas del Estado, S.A. (en adelante, SELAE) y por la Organización Nacional de Ciegos 

Españoles (en adelante, ONCE); los demás juegos que son explotados de manera regular por los 

52 operadores, de acuerdo a los datos facilitados por la Dirección General de Ordenación del 

Juego (en adelante DGOJ)
37

, que han obtenido las licencias requeridas
38

. Asimismo, No 

obstante, antes de proceder a analizar el cuerpo normativo, conviene hacer mención de los 

motivos más relevantes que llevaron al legislador a establecer la adopción de la LRJ: 

En primer lugar, destacar que el marco jurídico del juego en el ámbito estatal antes de la 

entrada en vigor de la LRJ, como se analizaba en líneas anteriores, se caracterizaba por la 

inexistencia de una ley de Estado que regulara el sector del juego, además de poseer una 

colección de disposiciones estatales que en su gran mayoría estaban disgregadas con un rango 

infra legal
39

. La LRJ no ha supuesto una intromisión sobre las competencias que ostentan las 

CCAA en materia de juego, ya que fija que sus disposiciones sólo son aplicables en actividades 

de juego que se llevan a cabo en más de un territorio autonómico. Pese al problema que puede 

suscitar el delimitar cuando un juego se realiza en una CCAA o en varias
40

, la adopción de la ley 

no planteó problemas ya que el mismo cuerpo legal preveía un instrumento de coordinación y 

participación denominado Consejo de Políticas de Juego (en adelante, CPJ), formado por un 

numero paritario de representantes autonómicos y estatales. 

En segundo lugar, de acuerdo con el apartado II del Preámbulo de la LRJ, el objetivo 

fundamental es la de «dotar de un nuevo marco jurídico a las actividades de explotación y 

gestión de juegos de ámbito estatal y, particularmente, a aquellos juegos que se practican a 

través de medios electrónicos, informáticos, telemáticos e interactivos y en los que los medios 

presenciales tienen un carácter accesorio», es decir, no solamente resultaba necesario una ley 

estatal para regular el sector del juego, sino que además, se requería de una regulación a 

                                                      
37

 Vid. http://www.dgojuego.minhap.gob.es/es/operadores-de-juego 
38

GONZALEZ ESPEJO, P.; LOPEZ VELAZQUEZ, D. (2011). «La nueva ley del juego». Actualidad 

Jurídica Uría Menéndez,  núm. 30, pág. 39.    
39

 HERRAIZ SERRANO, O. (2012): Ob. Cit. pág. 57; Véase también el rango de las normas que enuncia 

la disposición derogatoria de la LRJ.  
40

 Vid infra.  
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aquellos juegos que se practicaban de modo «no presencial». Las nuevas realidades que han 

surgido en nuestro entorno, como bien son los teléfonos móviles, la televisión o internet, han 

incidido notablemente en la actividad del juego
41

. Asimismo, la Ley 56/2007 de 28 de 

diciembre, de Medidas de Impulso de la Sociedad de la Información, en su disposición adicional 

vigésima ya había establecido la necesidad de aprobar una ley para resolver la situación de 

alegalidad o ilegalidad de los juegos practicados por medios telemáticos. El problema 

fundamental que planteaba esta situación para el Estado es que la carencia de regulación en el 

juego remoto daba lugar a que los operadores del sector tuvieran una posición privilegiada 

frente a los operadores presenciales, ya que no pagaban tributos por operaciones de explotación 

de servicios de juego y apuesta, y por ello, suponía perder una importante fuente de ingresos 

para las arcas públicas
42

.  

Otro motivo que pone de manifiesto el legislador, de acuerdo con el apartado I del 

Preámbulo de la LRJ, es la necesidad de ofrecer seguridad jurídica tanto a los usuarios que 

hacen usó del juego por vía telemática, como los propios operadores, además de garantizar la 

protección de los menores de edad, personas que soliciten de forma expresa la no participación 

en estos juegos, así como proteger el orden público y evitar el blanqueo de capitales y 

financiación del terrorismo.  

En la misma línea, el preámbulo de la LRJ también expone que  la doctrina del Tribunal 

de Justicia de la Unión Europea (en adelante, TJUE) ya había considerado la necesidad de que 

los Estados Miembros debían establecer una oferta dimensionada de juego, es decir, éstos 

debían fijar la forma de acceder a la explotación de actividades de juego de ámbito nacional 

además de controlar la concesión de autorizaciones a los operadores del juego, para luchar 

contra el fraude y el crimen, además de proteger a los grupos más vulnerables como son los 

menores de edad. Asimismo, el mismo Tribunal ha declarado en su reiterada jurisprudencia, que 

la falta de armonización comunitaria en materia de juego, da lugar a que los Estados puedan 

limitar la oferta de juego o incluso prohibirla, con el fin de salvaguardar el interés general
43

.  

 

 

 

                                                      
41

 FERNANDEZ LALANDA C. (2008): «Los juegos online: aspectos legales» , pág. 489 en CUENCA 

CABEZA, M.(Dir.): «Ocio y juegos de azar» 
42

 HERRAIZ SERRANO, O. (2012): Ob. Cit. pág. 57 
43

 Vid. Entre otros, Sentencia del TJUE, de 6 de marzo de 2007, caso «Placanica»; Sentencia del TJUE, de 

8 de septiembre de 2009,  caso «Bwin». 
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2.2 Cuestiones previas de la LRJ 

 

A) Objeto y ámbito de aplicación  

 

Con el objetivo de comprender como se encuentra regulado en la actualidad el sector del 

juego, y particularmente, el juego realizado por canales electrónicos, se analizaran los aspectos 

más relevantes de la LRJ sin profundizar en todo su contenido.  

Se desprende de los motivos expuestos anteriormente, que el objeto de la LRJ es la de 

regular las actividades de juego que se ejerzan en el ámbito estatal, y en especial, a las que se 

realizan a través de medios electrónicos, telemáticos e interactivos. Así, el ámbito de aplicación 

de esa ley, son aquellos juegos que se presten tanto desde España como desde el extranjero pero 

dirigidas a personas residentes en España, incluyendo además las actividades de publicidad, 

promoción y patrocinio relacionadas con la actividad de juego (art. 2d) LRJ).  

La misma disposición, en su apartado 2, fija las actividades no sujetas a la LRJ, que son, 

los juegos o competiciones de puro ocio, pasatiempo o recreo sin ninguna finalidad económica; 

los juegos realizados por canales electrónicos que no abarquen más de una CCAA; y las 

combinaciones aleatorias con fines publicitarios o promocionales, sin perjuicio a que éstas estén 

sujetas al impuesto sobre actividades del juego previsto en el Título VII de la LRJ.  

El dilema que se plantea en el ámbito de aplicación de la LRJ para los juegos que se 

realizan por internet, como se dijo, es delimitar cuando el operador de juego realiza su actividad 

en una Comunidad Autónoma, o bien, en varias CCAA, para determinar si será de aplicación la 

regulación estatal o la autonómica para el mismo. Sin embargo, el criterio que podría delimitar 

el ámbito territorial en la que la compañía de juego ofrece sus juegos, es el que  sostiene el 

TJUE en la sentencia, de 7 de diciembre de 2010, caso «Pammer», el cual establece que la 

configuración de la página web del prestador de servicios es el elemento relevante para 

delimitar el territorio en el que opera, es decir, se pueden tomar en consideración distintos 

componentes de dicha página – lengua empleada, limitaciones de acceso,  prefijos de los 

números de teléfono de contacto, el lugar de situación de las cuentas, entre otros – para 

determinar el territorio en el que opera el prestador de servicios. En la misma línea, los juegos 

presenciales también pueden comportar dudas respecto la ley aplicable,  cuando se incorpora 

algún elemento interactivo que interconecta varios locales de casino o bingo que se hallan en 

varias CCAA
44

. En este caso, al tratarse de casinos o bingos presenciales, se aplica la regulación 
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 LOZANO CUTANDA, B. (2011) «La nueva Ley de Regulación del Juego: un panorama de 

incertidumbres» Diario La Ley núm. 7644, pág. 1405 



 

 

24 

de la Comunidad Autonómica donde se establecen, no obstante, a mi parecer, al realizar su 

actividad en más de un territorio autonómico, debería regularse mediante la LRJ. 

En el artículo 4 de la LRJ, se establece la reserva que tiene el Estado de competencia 

exclusiva para las loterías de ámbito estatal, es decir, se mantiene el monopolio fiscal que hasta 

ahora ostentaba el Estado con las loterías. De acuerdo con la disposición adicional primera del 

mismo cuerpo legislativo, la SELAE y la ONCE son los únicos operadores designados 

expresamente para la comercialización de lotería, sin perjuicio a que el Ministerio de Economía 

y Hacienda pueda otorgar excepcionalmente autorización a otras entidades sin fines lucrativos y 

con finalidad benéfica. Además, la ONCE, dispone de un régimen jurídico especifico, fijado por 

la disposición adicional segunda de la LRJ, que establece que los títulos por los que se autoriza 

a realizar actividades de juego no podrán cederse a terceros, y que las competencias de control 

serán ejercidas por el Consejo del Protectorado, con la excepción de las que le corresponda al 

Consejo de Ministros.  

 Debe señalarse, que el monopolio fiscal de las loterías del que dispone el Estado 

español ha sido duramente criticado ya que atenta contra los principios establecidos por la 

norma comunitaria, es decir, es contrario a los artículos 49 y 56 del Tratado de Funcionamiento 

de la Unión Europea,  que disponen el respeto a la libre prestación y establecimiento. A tenor 

del apartado III del preámbulo de la LRJ,  la reserva  de las loterías a favor del estado se 

justifica en base a «la protección de los intereses del Estado contra los riesgos de fraude y 

criminalidad, evitando asimismo los efectos perniciosos del juego sobre los consumidores». Sin 

embargo, a mi parecer, limitar el mercado de las loterías en solo dos operadores, no guarda 

relación con la disminución de éste tipo de conductas que aduce el estado. Respecto el fraude 

fiscal y el blanqueo de capitales, se podrían establecer obligaciones o mecanismos de 

información por parte de los operadores frente a la Agencia Tributaria, en vez de limitar el 

mercado de las loterías
45

.  

Asimismo, la LRJ no es de aplicación ni para la SELAE ni para la ONCE, de modo que 

dichos operadores están exentos de pagar impuestos sobre el juego, y por tanto, pueden resultar 

más competitivos que los otros operadores privados cuando exploten productos de juego 

distintos a las loterías tradicionales
46

. El estado dota de privilegios a dos operadores en concreto, 

no solo a nivel fiscal, sino también publicitario o promocional ya que no requieren de ninguna 

licencia para publicitarse. En este sentido el TJUE,  en la sentencia de 6 de noviembre de 2003, 

caso «Gambelli», declaró que: 
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«(…) en la medida en que las autoridades de un Estado miembro inducen e incitan a los 

consumidores a participar en loterías, juegos de azar y otros juegos de apuestas para que la 

Hacienda Pública obtenga beneficios económicos, las autoridades de dicho Estado no están 

legitimadas para invocar como razón de orden público social la necesidad de reducir las 

oportunidades de juego con el fin de justificar medidas como las litigiosas en el asunto 

principal.» (Apartado 69) 

 En efecto, utilizar razonamientos poco justificados como es, evitar el blanqueo de 

capitales o bien, evitar la adicción del consumo de juego, no da derecho al Estado español de 

reservarse el mercado de las loterías, cuando además éste, facilita el consumo de lotería a través 

de una publicidad y una fiscalidad privilegiada, la cual disponen los operadores SELAE y 

ONCE.  

 

B) Disposiciones generales  

 

En el título II de la LRJ, se halla las disposiciones generales para los juegos, en las que 

se prevé que el Ministerio de Economía y Hacienda establecerá mediante Orden Ministerial, los 

reglamentos básicos de cada juego, y para los juegos esporádicos, las bases generales para su 

aprobación. Es por ello, que los juegos que no se encuentren regulados estarán prohibidos tal y 

como fija el artículo 5.3 de la LRJ. Asimismo, el artículo 6 de la LRJ contempla, por un lado, 

actividades de juego prohibidas por causas objetivas, como son aquellas que se fundamenten en 

la comisión de delitos, faltas o infracciones administrativas, y por el otro, establece toda una 

serie de prohibiciones por causas subjetivas, a modo de ejemplo, la participación de menores o 

bien de personas que solicitaran voluntariamente o por resolución judicial la prohibición al 

acceso al juego. 

 En lo que respecta a  la publicidad, promoción y patrocinio de las actividades de juego, 

la LRJ ha establecido medidas muy estrictas tal y como se prevé en su disposición 7.1, la cual 

establece que la persona física o jurídica que realice publicidad debe obtener el título habilitante 

necesario para la explotación de los juegos, y que además este título autorice el ejercicio de la 

actividad publicitaria. De ahí a que durante la tramitación de la LRJ, los medios de 

comunicación privados manifestaron su desaprobación, no obstante, dichos requisitos son 

justificables: muchos operadores que ofrecen actividades de juego por canales electrónicos 

residen fuera de España, y por ello, el único método de garantizar que los operadores dispongan 

de título habilitante es a través de sus anunciantes o medios de comunicación
47

. Cabe señalar, 
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que los juegos de combinaciones aleatorias con fines publicitarios, no requieren de autorización 

administrativa previa, desde que entró en vigor la Ley 25/2009, de 22 de diciembre de 

modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades 

de servicios y su ejercicio
48

. Es por ello que la LRJ, en su disposición 2.2.c), excluye a las 

combinaciones aleatorias con fines publicitarios de su ámbito de aplicación.  

En lo relativo a la protección de consumidores y políticas de juego responsable, el 

artículo 8 establece que los operadores de juego deberán elaborar un plan de medidas para evitar 

o mitigar los posibles efectos adversos que puede producir la práctica del juego sobre los 

usuarios. En consecuencia, los operadores deberán garantizar la protección de los consumidores,  

a modo de ejemplo, deberán prestar ayuda a los grupos de riesgo o bien informar de la 

prohibición de acceso a los menores de edad.  

 

C) Títulos habilitantes 

 

Otro aspecto a analizar de la LRJ son los títulos habilitantes requeridos para los 

operadores de juego que pretendan explotar modalidades de juego no reservadas. Como se 

mencionó anteriormente, la presión que llevaron a cabo tanto los operadores de juego como las 

instituciones europeas para establecer una oferta dimensionada de juego, conllevó a que el 

legislador estableciera una forma de acceso a la explotación de actividades de juego, de manera 

que éste definió dos metas a cumplir con la LRJ: establecer la necesidad de obtener título 

habilitante para los operadores de juego y perseguir a los operadores que realicen actividades de 

juego sin dicho título, ya que se percibirán como ilegales
49

. Los títulos habilitantes que autoriza 

la Comisión Nacional del Juego (en adelante, CNJ), de acuerdo al artículo 9 de la LRJ, se 

clasifican en licencias para los juegos con carácter no ocasional, y en autorizaciones para los 

juegos que se desarrollan en momentos puntuales. Tanto las licencias como las autorizaciones, 

no pueden ser transferidas a terceros salvo que la CNJ lo autorice, y no serán válidos aquellos 

títulos habilitantes otorgados en otro Estado, sin perjuicio a que puedan ser convalidados por  

esta Comisión aquellos títulos otorgados en otro Estado que forme parte del Espacio Económico 

Europeo. Dichos títulos habilitantes se extinguirán cuando el interesado así lo manifieste, por el 
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trascurso del periodo de vigencia, o bien, cuando la CNJ lo establezca mediante resolución 

fundada por cualquiera de los supuestos recogidos en el artículo 5.c) LRJ.  

Asimismo, las licencias se clasifican entre generales y singulares. Las licencias 

generales, tal y como fija el artículo 10 de la LRJ, se otorgan para aquellos operadores que 

realicen cualquiera de las modalidades de juego siguientes: apuestas, rifas, concursos y 

cualquier otro juego de azar en el que se arriesga una cantidad de dinero como es el póquer o la 

ruleta. Para la obtención de dicha licencia, el operador interesado deberá presentar solicitud y un 

plan operativo que contenga todos los aspectos relativos a la actividad que pretende explotar. El 

otorgamiento de dicha licencia se otorga a través de convocatoria, en la que no se limitará el 

número de licencias otorgadas, sin perjuicio a que la CNJ estimara necesario limitar el número 

de operadores a fin de salvaguardar el interés público. La CNJ emitirá resolución que recogerá 

todo el contenido necesario previsto en el apartado tercero, para que el operador de juego esté 

legitimado para realizar la actividad de juego. Las licencias generales tienen una vigencia de 10 

años, prorrogables por un periodo de idéntica duración salvo que la CNJ limite el número de 

operadores en una determinada modalidad de juego.  

Por otro lado, las licencias singulares que se fijan en el artículo 11 de la LRJ, se otorgan 

para cada uno de los juegos que se encuentran incorporados en el ámbito de una licencia 

general. De ahí a que la obtención de una licencia singular requiera previamente haber obtenido 

una licencia general. No obstante, solo podrá solicitarse licencia singular para aquellos juegos 

que se hallan ya regulados, y en caso contrario, el operador deberá solicitar con carácter previo 

la regulación del juego al órgano competente. Para la obtención de la licencia singular, el 

operador deberá acogerse al procedimiento establecido en el artículo 17 del Real Decreto 

1614/2011, de 14 de noviembre, por el que se desarrolla la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de 

regulación del juego, en lo relativo a licencias, autorizaciones y registros del juego (en adelante, 

reglamento LRJ). Por lo que respecta a su vigencia, tendrán una duración de entre uno y cinco 

años de duración según el tipo de juego, con una posible prórroga de idéntica duración. Cabe 

señalar, que la pérdida de la licencia general conlleva también la pérdida de todas las licencias 

singulares que tenga en su poder el operador de juego.  

En suma, tal y como declara LOZANO CUTANDA: «la exigencia de esta doble 

licencia, unida a la necesidad, cuando el ejercicio de la actividad requiera de medios 

presenciales, de obtener autorización administrativa de la Comunidad Autónoma y las 

correspondientes licencias municipales, configura un régimen de control de las actividades de 

juego muy restrictivo, cuya compatibilidad con la libertad de establecimiento y de libre 

prestación de servicios del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea resulta 
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cuestionable según el triple test de necesidad, idoneidad y proporcionalidad de las restricciones 

con el fin perseguido que viene aplicando la jurisprudencia europea»
50

 

La otra modalidad de título habilitante, tal y como se mencionó en líneas anteriores, es 

la autorización administrativa para los juegos de carácter ocasional o esporádico. Su regulación 

se halla en el artículo 12 de la LRJ y se completa por lo dispuesto en el capítulo III del Título 

Preliminar del reglamento de la LRJ. Del mismo modo que las licencias, la entidad deberá 

solicitar la autorización frente a la CNJ con la correspondiente solicitud, con la particularidad 

que la misma CNJ podrá fijar el límite de la cuantía de los premios.  En caso que la resolución 

fuera desfavorable o se desestimara por silencio administrativo, podría interponerse recurso 

potestativo de reposición.  

 

D) Grupos que intervienen en el sector del juego  

 

Por lo que se refiere a los sujetos que intervienen en el mercado del juego, la LRJ regula 

tres grupos distintos: quienes explotan y organizan actividades de juego, es decir, los 

operadores; los participantes del juego; y los órganos que integran la Administración del juego.  

a) En primer lugar, las entidades que quieran desarrollar legítimamente la explotación 

del juego, estarán obligados a cumplir unas condiciones para obtener el correspondiente título 

habilitante. A tenor del artículo 13 de la LRJ, podrán ser operadores de juego «las personas 

físicas o jurídicas, entidades públicas o privadas, con nacionalidad española o de un país 

perteneciente al Espacio Económico Europeo y que tengan al menos un representante 

permanente en España», no obstante, debe señalarse que únicamente pueden licitar la obtención 

de licencias generales las personas jurídicas constituidas en sociedad anónima. Aunque la 

exclusividad que ostentan las sociedades anónimas para la obtención de licencias generales 

supone una vulneración al principio de libre establecimiento, el TJUE ha declarado que resulta 

válido en el sector del juego, y por ello, conviene destacar la sentencia de 9 de septiembre de 

2010 del TJUE (asunto Ernst Engelmann), en la que el Tribunal manifestó:  

«Ciertos objetivos pueden justificar en su caso que se exija a un operador la obligación 

de revestir una forma jurídica particular. En efecto, las obligaciones a cargo de las sociedades 

anónimas, en particular en lo que atañe a su organización interna, a su contabilidad, a los 

controles a los que pueden estar sujetas y a las relaciones con terceros, podrían justificar tal 

obligación habida cuenta de las particularidades del sector de los juegos y de los peligros 

ligados a ellos.» (FJ 30) 
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El mismo precepto en su apartado segundo, prevé circunstancias que determinan la 

incapacidad del sujeto para poder obtener un título habilitante. Las más numerosas hacen 

referencia a inhabilitaciones o condenas impuestas por sanciones o bien por no estar al corriente 

de las obligaciones tributarias.   

Asimismo, de acuerdo con el artículo 14 de la LRJ, los operadores de juego deberán 

constituir una garantía cuando obtengan un título habilitante, con el fin de que éstos cumplan 

con las obligaciones establecidas en el mismo cuerpo normativo y especialmente al abono de los 

premios. Por tanto, dicha garantía quedará afectada a las eventuales sanciones y al pago de las 

tasas devengadas en materia de juego cuando, transcurrido el plazo reglamentario, no se 

hubieran hecho efectivas.   

b) En segundo lugar, en lo que respecta a los participantes, la LRJ en su artículo 15 

prevé en esencia una serie de derechos y obligaciones para éstos. Entre los derechos de los 

participantes, entre otros, se halla el del cobro de los premios en tiempo y forma, reclamar ante 

el CNJ, jugar libremente sin amenazas ni coacciones, recibir información sobre la práctica de 

juego responsable… En cuanto a sus obligaciones, se establece la obligación que tienen éstos de 

identificarse antes los operadores de juego, cumplir con las normas y reglas, y no alterar el 

normal desarrollo del juego.  

c) Por último, la LRJ dedica en el Título V como se estructura la Administración del 

Juego, compuesta por el Ministerio de Economía y Hacienda, el CNJ y el CPJ. 

Sin embargo, aunque la LRJ estableció una regulación extensiva a la CNJ,  éste 

organismo independiente nunca se llegó a crear. La disposición transitoria primera de la LRJ 

establece que «Las competencias previstas para la Comisión Nacional del Juego serán 

ejercidas por la Dirección General de Ordenación del Juego del Ministerio de Hacienda y 

Administraciones Públicas, incluyendo las relacionadas con la gestión y recaudación de las 

tasas a las que se refiere el artículo 49 de esta Ley», es decir, desde la entrada en vigor de la 

LRJ, las competencias que debía ostentar la CNJ fueron ejercidas por la DGOJ, órgano 

integrado al Ministerio de Economía y Hacienda. Todo apunta a que el legislador transformó su 

propia regulación substituyendo al regulador sectorial por la Administración por motivos de 

simplificación orgánica, control general de mercado, redistribución de competencias entre los 

entes reguladores y la Administración, y sobre todo, para aportar un ahorro al gasto público
51

.  

Asimismo, desde la entrada en vigor de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la 

Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, se fija en su disposición adicional 

segunda, la extinción definitiva de la CNJ, pese a que nunca se creó. En la misma línea, la 
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disposición adicional decima del mismo cuerpo normativo establece «La Dirección General de 

Ordenación del Juego del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas asumirá el 

objeto, funciones y competencias que la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, 

atribuye a la extinta Comisión Nacional del Juego». En definitiva, la CNJ nunca existió ni 

existirá, por ahora, de manera que el DGOJ es el titular para desarrollar las actividades que le 

atribuyó la LRJ a la CNJ.  

Por todo ello, la Administración del Juego se estructura por el Ministerio de Economía y 

Hacienda y el CPJ. 

A tenor del artículo 21 de la LRJ, las actividades que esencialmente lleva a cabo el 

DGOJ son: regular las distintas modalidades de juegos legales, en particular las que se llevan a 

cabo por medios telemáticos, informáticos e interactivos; aprobar y conceder las licencias y 

autorizaciones requeridas por los operadores de juego; la supervisión de las entidades de juego; 

y aplicar las sanciones que procedan.  

Para el Ministerio de Economía y Hacienda, tiene las tareas impuestas en el artículo 19 

de la LRJ, que son esencialmente las siguientes: establecer la reglamentación básica de cada 

juego y en el caso de juegos esporádicos, las bases generales para su práctica o desarrollo; 

aprobar los pliegos de bases de los procedimientos para el otorgamiento de licencias generales; 

elaborar y modificar las normas en materia de juego que se consideren necesarias para el 

cumplimiento de las finalidades de la LRJ; autorizar la comercialización de loterías e imponer 

las sanciones correspondientes a las infracciones calificadas como muy graves; proponer el 

nombramiento del Presidente y de los Consejeros de la CNJ; e instruir el expediente de cese de 

los miembros de la CNJ.  

Por último, el CPJ es el órgano de participación y coordinación de las CCAA y el 

Estado en materia de juego. En términos generales, las funciones del CPJ recogidas en el 

artículo 35 de la LRJ hacen referencia la intervención de las CCAA en la regulación de los 

aspectos más relevantes del sector del juego. A título de ejemplo, lleva a cabo el estudio de 

medidas que debe llevar a cabo ambas Administraciones para equiparar el régimen jurídico 

aplicable, incluido el régimen fiscal, para los juegos que se desarrollan por medios electrónicos, 

informáticos, telemáticos e interactivos.  
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2.2 El concepto de juego y sus modalidades 

 

 En primer lugar, cabe apuntar que los juegos a los que alcanza esta ley, son todos 

aquellos denominados juegos de azar, es decir, los que se ajustan al concepto establecido en el 

artículo 3.a) de la LRJ:  

«Se entiende por juego toda actividad en la que se arriesguen cantidades de dinero u 

objetos económicamente evaluables en cualquier forma sobre resultados futuros e inciertos, 

dependientes en alguna medida del azar, y que permitan su transferencia entre los 

participantes, con independencia de que predomine en ellos el grado de destreza de los 

jugadores o sean exclusiva o fundamentalmente de suerte, envite o azar. Los premios podrán 

ser en metálico o especie dependiendo de la modalidad de juego».  

Como se prevé en la definición citada, el elemento que pone en relieve el legislador es 

el riesgo patrimonial, para diferenciar los juegos sujetos a la LRJ del resto de actividades 

lúdicas. Cabe señalar, que otras jurisdicciones como la Suiza, consideran que el póquer no es un 

juego de azar porque el elemento diferenciador versa en el grado de destreza que desempeñan 

los jugadores en el juego
52

. No obstante, en el caso español, cualquier juego en el que el 

participante arriesgue un bien patrimonial, estará sujeto a la regulación de la LRJ.  

Por lo que se refiere a las modalidades de juego, hay muchos modos de clasificar la 

tipología de juegos de azar en atención a diversos parámetros
53

, no obstante, para evitar 

extender excesivamente el análisis en este punto, conviene reproducir lo establecido en la LRJ. 

En el artículo 3 de la norma citada, se establece una clasificación integrada por 5 tipos de juego 

determinados y una definición residual de «otros juegos» en que tienen cabida los restantes 

juegos: 

a) El primer grupo son las loterías, regulado en el apartado b), definido como: 

 «las actividades de juego en las que se otorgan premios en los casos en que el número 

o combinación de números o signos, expresados en el billete, boleto o su equivalente 

electrónico, coinciden en todo o en parte con el determinado mediante un sorteo o evento 

celebrado en una fecha previamente determinada o en un programa previo, en el caso de las 

instantáneas o pre sorteadas. Las loterías se comercializarán en billetes, boletos o cualquier 
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otra forma de participación cuyo soporte sea material, informático, telemático, telefónico o 

interactivo.» 

 En esta modalidad se halla integrado los juegos de titularidad pública gestionados por el 

Estado, como son la lotería nacional, lotería instantánea, lotos, entre otros, que desarrollan 

esencialmente la SELAE y la ONCE. Estos juegos son los únicos que no están sometidos al 

régimen fiscal establecido en la LRJ.  

 b) El siguiente grupo regulado son las apuestas, definidas tal y como se estableció 

anteriormente en el primer apartado del trabajo
54

, y en el que se fija dos clasificaciones de 

apuestas: en función del tipo de evento en el que se realiza la apuesta, en el que pueden ser 

apuestas deportivas (p.ej. quiniela), apuestas de  hípica (p.ej. quíntuple plus) o bien otras 

apuestas; según la organización y distribución de las sumas apostadas, en la que se hallan las 

apuestas mutuas (p.ej. primitiva), apuesta de contrapartida (p.ej. «Black Jack») y apuesta 

cruzada (p.ej. Póquer).  

c) La tercera modalidad de juego regulada por la LRJ son las rifas, en la que la 

definición también se precisó al principio del trabajo
55

. Esta categoría de juego presenta 

características casi idénticas con las loterías, con la diferencia que las rifas no establecen 

premios dinerarios. Actualmente, el Ministerio de Economía y Hacienda no ha desarrollado 

ningún reglamento para las rifas, y por ello, hace pensar que dichos juegos  sean equiparables al 

régimen de «juegos ocasionales», y por consiguiente, no se requiera de licencia general
56

.  

 d) En el apartado e) del artículo 3 se fija la regulación de los concursos, definidos como: 

«Aquella modalidad de juego en la que su oferta, desarrollo y resolución se desarrolla 

por un medio de comunicación ya sea de televisión, radio, Internet u otro, siempre que la 

actividad de juego esté conexa o subordinada a la actividad principal. En esta modalidad de 

juego para tener derecho a la obtención de un premio, en metálico o en especie, la 

participación se realiza, bien directamente mediante un desembolso económico, o bien 

mediante llamadas telefónicas, envío de mensajes de texto o cualquier otro procedimiento 

electrónico, informático o telemático, en el que exista una tarificación adicional, siendo 

indiferente el hecho de que en la adjudicación de los premios intervenga, no solamente el azar, 

sino también la superación de pruebas de competición o de conocimiento o destreza». 

 Asimismo, el mismo apartado precisa que «no se entenderán por concurso aquellos 

programas en los que aun existiendo premio el concursante no realice ningún tipo de 
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desembolso económico para participar». Por tanto, como se ha precisado anteriormente, el 

riesgo patrimonial es el elemento que determina cuando un concurso está sometido a LRJ. El 

ejemplo más clarificador de este tipo de juegos son los realizados por televisión o a través de 

teléfono móvil mediante SMS.  

 e) En cuanto a las combinaciones aleatorias definidas en el apartado i)
57

, solo resultará 

de interés a efectos tributarios, porque como bien se mencionó anteriormente, no se considera 

juego de azar, y por ello, solo se aplicará el régimen fiscal de la LRJ.  

 f) El último grupo definido por la LRJ son aquellos juegos que no tienen lugar en los 

grupos definidos anteriormente pero que están caracterizados por el riesgo patrimonial y el azar, 

y por ello, se incluyen en el apartado de «otros juegos» del artículo 3.f). El mismo precepto 

dispone a título de ejemplo el póquer o la ruleta, no obstante, hay otros juegos con su respectiva 

reglamentación que se incluyen en este grupo como: máquinas de azar, punto y banca, bingo, 

Black Jack y juegos complementarios. El legislador, de este modo, ha fijado un apartado donde 

no impone un «numerus clausus» de juegos, pero que sin embargo, ha delimitado como los más 

importantes a aquellos que tienen prevista una reglamentación
58

.  

 Esta clasificación utilizada por la LRJ no resulta del todo acertada ya que no se acaba 

precisando cuando un juego se incluye en un grupo u otro. En el caso del póquer, se define 

dentro de la categoría de «otros juegos», sin embargo, a efectos fiscales es un juego que tributa 

como apuesta cruzada. Otro ejemplo es el Black Jack, incluido también en la categoría de «otros 

juegos», cuando realmente se debería incluir en el grupo de apuestas de contrapartida.  

No obstante, al margen de clasificación de los tipos de juego, es importante hacer 

énfasis a los medios utilizados para desarrollar los juegos, ya que se obtiene otra clasificación 

constituida por juegos presenciales y juegos «no presenciales». La modalidad presencial es 

esencialmente aquella en que el juego se lleva a cabo en locales físicos como casinos, bingos, 

máquinas de azar de un bar… es decir, aquellos juegos en que la LRJ tiene poca relevancia ya 

que, como bien se ha dicho, las CCAA tienen competencias propias para regular el sector. 

 En cambio la modalidad «no presencial», denominada actualmente « juego online», son 

todos aquellos juegos practicados por canales electrónicos, telemáticos, informáticos e 

interactivos, definidos también en la LRJ en el artículo 3.g). Una mejor definición de juego 

online es la que establece el Libro Verde de la Comisión Europea, de 24 de marzo de 2011, 

sobre el juego en línea en el mercado interior en la que expone que el término de juego online 

integra «una amplia gama de actividades de servicios a las que los individuos pueden acceder 
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directamente por vía electrónica tales como: las apuestas deportivas en línea; los juegos de 

casino; los juegos en medios de comunicación; los juegos promocionales; los juegos de azar 

administrados por organismos de beneficencia y organizaciones sin ánimo de lucro 

reconocidos en beneficio de sus obras el juego online son actividades de servicio a los 

individuos; y los servicios de lotería.». El crecimiento del juego online en España ha sido 

exponencial, constituyéndose como un sector consolidado de la industria del juego, y por ello, 

ha resultado necesario su regulación a través de la LRJ
59

.  

 

2.3 Régimen Fiscal de la LRJ 

 

2.3.1 Impuesto sobre las actividades del juego 

 

 La aprobación de la LRJ ha generado una serie de cambios en el ámbito fiscal del juego 

con la creación de una nueva figura tributaria denominada Impuesto sobre Actividades de Juego 

(en adelante, IAJ), y con el establecimiento de la tasa por la gestión administrativa del juego, 

ambas reguladas en los artículos 48 y 49 de la LRJ respectivamente. 

 El nuevo IAJ no deroga las tasas preexistentes sobre el juego, no obstante, tal y como se 

prevé en la disposición final quinta de la LRJ, se ha modificado el hecho imponible de éstas 

convirtiéndolas en subsidiarias, es decir, las tasas sobre el juego no serán de aplicación cuando 

el hecho imponible este sujeto al IAJ. Asimismo, algunas CCAA tienen sus propios impuestos 

sobre el juego del bingo o sobre máquinas recreativas
60

, y son perfectamente compatibles con el 

IAJ, porque dichos impuestos autonómicos gravan la capacidad económica del jugador a 

diferencia del IAJ que grava la capacidad económica de la empresa.
61

 Al margen de la 

compatibilidad del IAJ con los impuestos autonómicos propios en materia de juego, el nuevo 

impuesto estatal sobre el juego es incompatible con las tasas preexistentes, y por ello, como bien 

se ha dicho en líneas anteriores, el IAJ se aplicará para aquellos juegos que se desarrollan en 

todo el territorio estatal, que son mayoritariamente los practicados por medios electrónicos, 

telemáticos e informáticos, además de las apuestas, rifas y combinaciones aleatorias.  

 El hecho imponible del IAJ, de acuerdo al apartado 1 del artículo 48 de la LRJ, es «la 

autorización, celebración y organización de los juegos, rifas, concursos, apuestas y actividades 
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de ámbito estatal, así como  las combinaciones aleatorias con fines publicitarios o 

promocionales, de ámbito estatal».  La definición del hecho imponible del tributo, del mismo 

modo que con las tasas sobre el juego, permite considerar que aun cuando el sujeto pasivo no 

disponga de título habilitante para la celebración u organización de un juego, se le exigirá el 

cumplimiento de la obligación tributaria. De ahí a que los juegos explotados ilegalmente, estén 

sometidos también al pago del IAJ
62

. El mismo precepto establece también la cláusula habitual 

«sin perjuicio de los regímenes forales de Concierto y Convenio Económico vigentes en los 

Territorios Históricos del País Vasco y de Navarra», que en este caso no resulta necesaria ya 

que el hecho imponible del IAJ es de ámbito estatal y no puede entrar en conflicto con las 

correspondientes tasas del juego de los regímenes forales que se establecen para actividades 

desarrolladas dentro de la CCAA
63

. Se introduce además un supuesto de no sujeción del IAJ 

destinado para las loterías de ámbito estatal explotadas tanto por operadores públicos como 

privados.  

 En lo referente al devengo del IAJ, el apartado 3 expone que se produce por la 

autorización, celebración y organización de los juegos.  No obstante, dichas actividades pueden 

extenderse en el tiempo, de manera que se constituyan periodos impositivos en el que el 

devengo se producirá el primer día de cada año natural, salvo en el año donde se obtenga la 

autorización de explotación, en el que el devengo resultará en la fecha de su autorización.  

 A tenor del 48.4 de la LRJ, son sujetos pasivos y contribuyentes del IAJ «las personas 

físicas, jurídicas o las entidades recogidas en el apartado 4 del artículo 35 de la Ley 58/2003, 

de 17 de diciembre, General Tributaria que operen, organicen o desarrollen las actividades 

gravadas por este impuesto». Asimismo, el apartado 5 establece una ampliación de supuestos de  

responsabilidad solidaria además de la habitual responsabilidad solidaria de los dueños y 

empresarios de los locales. Generalmente, no se puede identificar un espacio físico para los 

juegos desarrollados por canales electrónicos, y por ello, ha resultado necesario que la LRJ  

amplíe la responsabilidad a los medios de comunicación que ofrezcan actividades de juego, 

cuando estas se celebren u organicen sin el título habilitante requerido, y del mismo modo, a los 

que por cualquier medio ofrezcan dichas actividades a personas con residencia fiscal en España. 

Por tanto, puede afirmarse que la responsabilidad en los juegos remotos es muy amplia, de 

manera que podría llegar a considerarse incluso responsable solidario a las empresas de 

telefonía que presten servicios de tarificación adicional
64

. Sin embargo, la misma LRJ prevé que 

para evitar esta responsabilidad solidaria, las entidades pueden solicitar a la CNJ la información 

necesaria para saber si una actividad tiene los títulos habilitantes necesarios, siempre que dicha 
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comunicación se efectúe en un momento anterior a la publicidad realizada, ya que en caso 

contrario, incurrirán igualmente en responsabilidad
65

.  

 Para el cálculo de la base imponible del IAJ se establecen cinco modalidades diferentes 

según el tipo de juego: 

 a) La primera modalidad de cálculo de la base imponible es la suma de los ingresos 

brutos, es decir, «el importe  total  de  las  cantidades  que  se  dediquen  a  la  participación  en  

el  juego”  y cualquier otro ingreso que se derive directa o indirectamente de su 

organización»
66

.  

 b) Asimismo, otra modalidad para calcular la base imponible es la suma de los ingresos 

netos, es decir, la suma resultante de la deducción de los importes de los premios sobre los 

ingresos brutos
67

.  

c) Para las apuestas cruzadas u otros juegos en las que el sujeto pasivo no ingresa los 

importes jugados por los jugadores, la base imponible será el resultado de la suma de las 

comisiones que cobra el operador para dar traslado de los premios a los jugadores que hayan 

ganado, además de todas aquellas cantidades que cobrea los jugadores por prestar servicios 

relacionados con la actividad del juego
68

.  

 d) También se fija una modalidad concreta de cálculo de la base imponible para las 

combinaciones aleatorias con fines publicitarios o promocionales, de modo que el resultado de 

la base imponible será el importe total del valor de mercado de los premios o ventajas 

concedidas a los participantes.  

 e) La última modalidad de cálculo de la base imponible es para aquellos juegos en los 

que el importe por la participación se efectúa a través de instrumentos de tarificación adicional. 

Debe señalarse que esta modalidad no guarda relación con el tipo de juego, sino que se 

determina por la manera en que se realiza el pago del importe
69

. De acuerdo con la LRJ, «la 

cantidad dedicada a la participación en el juego es el importe de la tarifación adicional, 

excluido el impuesto indirecto correspondiente», es decir, la tarificación adicional será 

propiamente la base imponible con la correspondiente exclusión del impuesto de valor añadido 

(en adelante, IVA). Asimismo, se establece que la tarificación adicional es el importe de la 
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participación del juego, excluido el coste de la llamada que se determinará de acuerdo al valor 

de mercado.  

 Para el cálculo de la cuota, se aplican los gravámenes que se fijan en el apartado 

séptimo. Todos los gravámenes que se fijan son porcentajes alícuotas distintos y proporcionales 

según la modalidad de juego, sin existir ningún tipo de cuota fija. Dichos gravámenes oscilan 

desde el 7%, para aquellas rifas declaradas de utilidad pública o benéfica, hasta el 25% que es el 

tipo general aplicado a la mayoría de juegos. En el mismo apartado, se prevé también que las 

CCAA podrán incrementar estos gravámenes cuando el operador tenga su residencia fiscal 

establecida en su territorio, no obstante, solo podrá aplicar el tipo incrementado para aquellos 

importes jugados de los participantes que tengan su residencia fiscal también en el mismo 

territorio. Sin embargo, tal y como apunta ORON MORATAL, el tipo incrementado 

difícilmente se puede aplicar para los juegos remotos en tanto que, no solo se requiere que el 

organizador se halle domiciliado en la Comunidad Autónoma donde se establezca el tipo 

incrementado,  sino que debe constatarse con toda seguridad la residencia de los jugadores que 

participan desde casa. En efecto, conocer la residencia de todos los jugadores que juegan, es una 

tarea prácticamente inviable
70

.  

 A todo ello, la LRJ en su apartado décimo establece que tanto las bases imponibles 

como los tipos de gravamen pueden ser modificados por la Ley de Presupuestos.   

 En cuanto a la gestión del IAJ, es competente el Estado, fijando que en los supuestos de 

autorización, celebración u organización de juegos que alcancen a periodos temporales, los 

sujetos pasivos deberán declarar y autoliquidar el impuesto. Asimismo, si el hecho imponible se 

realiza durante uno o más periodos impositivos, la autoliquidación se deberá hacer 

trimestralmente, en el plazo del mes siguiente al del final de cada trimestre. Para los juegos que 

se realicen puntualmente, el sujeto pasivo deberá poner en conocimiento del hecho a la 

Administración, para que ésta realice una liquidación provisional, y en el momento que se 

conozcan los importes obtenidos, se efectuará una liquidación definitiva en el plazo de 20 días 

de finalizar la actividad.  

 El último apartado que dedica el artículo 48 de la LRJ hace referencia al sistema de 

recaudación del IAJ. Las CCAA podrán participar en la recaudación del IAJ en aquellos 

importes ingresados por los jugadores residentes de su territorio que realicen actividades de 

juego remoto. El problema que se plantea en la recaudación de las CCAA es que el punto de 

conexión utilizado por la LRJ es la residencia de los jugadores, y en consecuencia, la cuota 

correspondiente a los importes jugados por participantes que tienen residencia en otra CCAA 
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son recaudados por un territorio distinto a donde se ha realizado la actividad del juego. Además, 

los importes ingresados por participantes no residentes españoles no pueden ser tampoco 

susceptibles de recaudación por parte de las CCAA. En este caso, el punto de conexión más 

coherente que debería haber establecido la LRJ es el lugar desde donde se juega, para obtener 

un sistema de recaudación justo para las CCAA
71

. Este sistema de recaudación, no obstante, se 

aplica sin perjuicio a que las CCAA recauden además los importes que se derivan del 

incremento del tipo de gravamen aplicado a los importes jugados por los jugadores residentes en 

su territorio.  

Para las apuestas mutuas deportivo-benéficas y las apuestas hípicas estatales, le 

corresponde la recaudación en exclusiva al Estado, aunque dichos juegos se practiquen por 

medio de canales electrónicos, informáticos o telemáticos.  

En definitiva, la elaboración de este nuevo impuesto ha constituido que se establezcan 

dos regímenes fiscales distintos, en el que el operador sufrirá una carga económica distinta 

según el tributo a pagar. En algunos casos, salen más favorecidos los operadores presenciales, y 

en otros los operadores que actúan a través de canales electrónicos. A modo de ejemplo, los 

casinos presenciales tributan a través de la tasa fiscal sobre el juego, sometidos a una tarifa 

progresiva de tipos del 20% al 55% según los ingresos brutos obtenidos durante el año, mientras 

que los casinos que operan por canales electrónicos están sometidos al nuevo impuesto, un 

impuesto por cada modalidad de juego que realice el casino con un tipo de gravamen menos 

oneroso. En este supuesto, se perjudica fiscalmente a los casinos presenciales frente a los que 

actúan por medios telemáticos. Otro caso distinto es el de las rifas, en el que la tasa tradicional 

establece un tipo que oscila entre el 1,5% hasta el 7%, para las rifas presenciales, mientras que 

las rifas realizadas por medios electrónicos y sujetas al nuevo impuesto, tributan entre el 7% y el 

20%
72

.  

 

2.3.2 Tasa por la gestión administrativa del juego  

 

 Otra de las novedades que pone de manifiesto la LRJ, como bien se ha dicho en líneas 

anteriores, es la tasa por la gestión administrativa del juego, regulada en la última disposición 

del mismo cuerpo normativo. La finalidad de esta tasa es costear los gastos que derivan de la 

actividad de la Administración del juego, de manera que, se presenta un mismo hecho 

imponible con diferentes supuestos, en concreto seis supuestos que establecen una cuantía 
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diferente a pagar
73

. Los sujetos pasivos de la tasa son los interesados en solicitar las actuaciones, 

o bien la entidad a la que se le realiza la inspección o comprobación. Asimismo, son sujetos 

pasivos todos los operadores, organizadores y quien celebren actividades de juego para pagar la 

tasa que se genere por las actividades reguladores que efectúa la CNJ. 

El devengo de la tasa se establece en el momento de solicitar los servicios, exceptuando 

el hecho imponible de actuaciones inspectoras o de comprobación que devengará en el 

momento que se le comunique al operador, y por el de las actividades reguladoras que lleva a 

cabo el CNJ que devengará el 31 de diciembre de cada año, salvo que el operador perdiera el 

título habilitante en un momento anterior.  

Debe señalarse que el hecho imponible relativo a «Las actuaciones regulatorias 

realizadas por la Comisión Nacional del Juego sobre las actividades de juego desarrolladas 

por los operadores habilitados y sujetas a la supervisión de esta entidad, destinadas a sufragar 

los gastos que se generen por la citada Comisión», sugiere la duda de si realmente debe tributar 

a través de una tasa. La finalidad de la tasa en este caso es la de sufragar los gastos que derivan 

de la actividad que lleva a cabo la CNJ, no obstante, el pago de la tasa es obligatorio para 

cualquier operador aun cuando éstos no hayan contribuido al gasto generado por la CNJ. Por 

tanto, la naturaleza de este tributo es impositiva en este supuesto, del mismo modo que ocurre 

con la tasa sobre juegos de suerte, envite y azar
74

.  

 

3. LAS CONSECUENCIAS DE LA FISCALIDAD EN LOS JUEGOS DE INTERNET 

 

3.1 La elevada presión fiscal  en el sector del juego online.  

 

 Desde la entrada en vigor de la LRJ, se ha resuelto el problema del desprovisto marco 

regulatorio en el sector online del juego, de manera que se ha proporcionado seguridad jurídica 

a todas las entidades que participan en el mercado de juego remoto. Además, el juego online 

está en auge tal y como lo manifiestan los datos aportados por los operadores privados del 

juego, con un constante crecimiento de las cantidades de dinero apostadas por los participantes 
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desde que se regularizó el sector. Para ser más precisos, en el año 2012 las cantidades apostadas 

se situaron en los 2726 millones de euros, mientras que en el año 2014 han ascendido a los 6564 

millones de euros
75

.  

 No obstante, en términos fiscales, la LRJ, desde mi punto de vista, ha planteado nuevos 

inconvenientes para los operadores de juego por la elevada carga fiscal a la que están sometidos, 

y por ello, puede presentar serios problemas para la supervivencia del juego online en España.  

 Para entender mejor el escenario fiscal en el que se halla el juego online, es preciso 

destacar punto por punto los motivos que justifican esta sobrecarga tributaria a los operadores 

de juego:  

a) En primer lugar, la explotación del juego es una actividad económica que como tal, 

debe estar sujeta a tributación para el sostenimiento del gasto público. Sin embargo, los 

operadores de juego están sujetos a una tributación específica a través del IAJ como bien se ha 

visto, y además, a tributar también por el impuesto sobre sociedades (en adelante, IS). Debe 

señalarse que la base imponible que es gravada por el IAJ en la gran mayoría de juegos es el 

ingreso neto, mientras que para el IS se tiene en cuenta el beneficio neto de la actividad. Por 

tanto, pese a que la base imponible gravada por los dos impuestos es diferente, la realidad es 

que los dos hechos imponibles se sobreponen, con la consecuencia de que la actividad del juego 

tributa por dos impuestos distintos.   

Además, en el IS no se te contempla ningún tipo de deducción aplicable para los 

operadores de juego online, salvo las deducciones por investigación y desarrollo e investigación 

tecnológica señaladas en el artículo 35 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto 

sobre Sociedades, que podrían llegar a ser aplicables ya que el sector del juego online está en 

continuo desarrollo tecnológico. No obstante, para poder aplicar una deducción de este tipo, los 

requisitos formales que se presentan no son fáciles de cumplir y tampoco de justificar para el 

operador de juego
76

.  

b) Otro punto a comentar es como actúa el IVA en el sector del juego online ya que 

resulta importante analizar su exención en la actividad de juego. A tenor del artículo 20.1.19º de 

la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, todas las actividades 

sujetas a las tasas del juego o al IAJ están exentas a tributar por el IVA, es decir, las actividades 

de juego llevadas a cabo por el operador no están gravadas por el IVA. Aunque parezca 
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ventajosa la exención, la realidad es que solo resultan beneficiados los jugadores, ya que el 

operador de juego no repercutirá el IVA a los participantes. Es por ello que la exención del IVA 

es negativa para los operadores de juego, puesto que estos no podrán repercutir el IVA 

soportado por las operaciones de compra de bienes y servicios que hayan resultado necesarias 

para el correcto desarrollo de su actividad. Por todo lo dicho, los operadores de juego deben 

soportar el tipo aplicable general del IVA que es del 21% porque las operaciones de compra de 

bienes y servicios de éstos están normalmente sujetas a este tipo de gravamen, y como 

consecuencia, le resultará al operador un 21% más costosa su actividad por no poder transferir 

el IVA a los jugadores.  

En la misma línea, debe hacerse referencia también que muchos operadores de juego 

que realizan la actividad en España, residen en los denominados «paraísos fiscales», es decir, en 

jurisdicciones donde generalmente el impacto del IVA es ínfimo. Por tanto, estos operadores de 

juego resultan ser más competitivos que los operadores residentes en España ya que no deben 

hacer frente al pago del IVA por sus operaciones de compra de bienes y servicios.  

c) En tercer lugar, es relevante resaltar la diferenciación que se establece entre los tipos 

de gravámenes estatales y autonómicos en el juego online. Como bien se ha dicho, el estado a 

través del IAJ grava las actividades online realizadas en más de una CCAA con un tipo 

aplicable del 25% en los ingresos netos para la mayoría de juegos. Sin embargo, algunas CCAA 

gravan con sus respectivas tasas sobre el juego los mismos juegos online, que se desarrollan 

solo en su territorio, con tipos más bajos
77

. El problema que plantea esta situación es que los 

operadores de juego no están en igualdad de condiciones, de manera que los operadores de 

juego autonómicos son más competitivos ya que tienen más beneficios. Pese a que el juego 

online alcanza normalmente un ámbito supracomunitario, algunas de las CCAA ya regulan 

juegos online en sus respectivos territorios
78

, otorgando por tanto licencias online autonómicas. 

Por todo ello, muchas empresas del juego que desarrollan actividades en el ámbito estatal, 

decidan salir del mercado de juego español por no poder competir en igualdad de condiciones, o 

bien, decidan operar solo en una sola CCAA. 

d) Por último, otro aspecto que conlleva el exceso fiscal en el juego online es la 

mencionada tasa por la gestión administrativa de juego recogida en el artículo 49 de la LRJ. La 

finalidad de dicha tasa es la de sufragar los gastos que generen las actuaciones de la CNJ, y es 

                                                      
77

 A modo de ejemplo, la modalidad de apuestas es gravada por el estado con un tipo del 25% a diferencia 

de las CCAA que establecen en sus respectivas leyes sobre el juego un tipo fijo del 10% para éstas.  
78

 Un ejemplo de ello sería la Comunidad Autónoma del País Vasco, que regula el juego de las apuestas 

online desarrollado en su territorio. Para más información véase ORDEN de 7 de julio de 2011, del 

Consejero de Interior, sobre homologación de los sistemas y elementos de juego para la explotación de 

apuestas a través de sistemas telemáticos por las empresas adjudicatarias de apuestas. 
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por este motivo, que la existencia de esta figura tributaria sugiere todo tipo de dudas ya que la 

CNJ jamás ha llegado a constituirse como bien se dijo en líneas anteriores.   

Por todo lo expuesto, se prevé que el panorama fiscal del juego online en España no 

resulte alentador para los operadores de juego, y por ello, creo  necesario que se reduzca la 

presión fiscal a la que están sometidos para que puedan competir en plena igualdad de 

condiciones respecto al resto de operadores. Para resolver esta situación, el estado debería fijar 

unos tipos más bajos semejantes a los establecidos por las CCAA para evitar una competencia 

fiscal entre jurisdicciones internas, además de establecer unas medidas fiscales más ventajosas 

en lo que respecta al IS y el IVA, es decir, que los operadores de juego dispongan de algún tipo 

de deducción para reducir la cuota a pagar del IS, y en el caso del IVA, que se pudiera extender 

la exención del IVA a aquellas compras de servicios habituales realizadas para el correcto 

desarrollo de su actividad. Dichas medidas proporcionarían más competitividad a los operadores 

de juego españoles y mayor crecimiento económico para el sector, ya que éstos podrían invertir 

más dinero en publicidad y establecer ofertas más atractivas para los participantes, con la 

consecuencia de que la afluencia de jugadores aumentara.  

Asimismo, debe señalarse que en el supuesto que nos ocupa, una carga fiscal más 

elevada no ha resultado un mayor incremento en la recaudación para las arcas públicas, y así lo 

demuestran los datos que se fijan en los informes anuales de recaudación tributaria que presenta 

la Agencia Tributaria, en la que la recaudación del IAJ ha descendido notablemente desde el año 

2012 hasta la actualidad
79

.  

Por último, destacar brevemente dos cuestiones importantes que también afectan 

indirectamente a las compañías de juego online españolas:  

a) Los jugadores españoles que obtienen premios en el juego online deben hacer frente 

también al pago de tributos. En este caso, los premios obtenidos por los participantes deben 

declararse a través del Impuesto Sobre la Renta de las Personas Físicas (en adelante, IRPF), ya 

que de acuerdo con el artículo 33 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 

Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, los premios en el juego se 

consideran ganancias patrimoniales. No obstante, el artículo 33.5 del mismo cuerpo normativo 

establece que las ganancias y las pérdidas podrán compensarse a efectos del IRPF, y por ello, 

los jugadores podrán reducir su base imponible.  

                                                      
79

 La recaudación del IAJ en 2012: 101 millones de euros;  en 2013: 74’5 millones de euros;  en 2014: 76 

millones de euros; en 2015: 52’2 millones de euros. 
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Someter a tributación a los jugadores es perjudicial también para los operadores de 

juego, ya que los jugadores no se sentirán tan atraídos para arriesgar su dinero en un mercado 

donde se les obliga a pagar por sus beneficios, y por consiguiente, deciden jugar en otros 

mercados libres de fiscalidad. 

b) Un segundo aspecto que también influye negativamente al operador de juego 

español, más concretamente a los que explotan modalidades de juego como el póquer, es la 

limitación de la liquidez internacional en el estado español. Los jugadores solo pueden jugar en 

páginas de internet con terminación “.es”, es decir, la entrada en vigor de la LRJ restringió la 

posibilidad que jugadores españoles y de otros países puedan ejercer su actividad en las mismas 

salas de juego. Esta circunstancia ha sido objeto de crítica, ya que la denominada liquidez 

internacional se halla amparada por los principios de libre circulación de personas y capital que 

se fijan en las normas europeas
80

. 

Por tanto, los operadores de juego ven limitada la oferta de su producto ya que solo 

podrán acceder a los jugadores que residen en territorio español.  

 

3.2 Comparativa del régimen fiscal español en el juego “online” frente a otros Estados 

Europeos 

 

 Para poder afirmar con mayor seguridad si el modelo fiscal español del juego online 

resulta contraproducente para el sector, es importante hacer una comparación con otros 

regímenes fiscales llevados a cabo en territorio europeo.  

Los países europeos que disponen de un marco regulatorio en el juego online han 

empleado dos sistemas de tributación para fiscalizar el juego online: sobre el volumen de 

negocios o bruto; o sobre los ingresos netos. No obstante, en la mayoría de países europeos 

donde existe una regulación del juego online, los tipos impositivos del juego oscilan entre un 

10% y un 20% sobre los ingresos netos, salvo los operadores residentes en paraísos fiscales que 

realizan su actividad con tipos impositivos más bajos
81

.  

Debe señalarse que éstos últimos han perdido rentabilidad desde la entrada en vigor del 

Reglamento de ejecución nº 1042/2013 del Consejo de 7 de octubre de 2013 por el que se 

modifica el Reglamento de Ejecución nº 282/2011 en lo relativo al lugar de realización de las 
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 MARTÍNEZ DEL MÁRMOL, L.R. (2015) «La protección del consumidor en los juegos online» 

Revista Escritura pública, pág. 55 
81

 A modo de ejemplo, Gibraltar establece un tipo del 1% para los juegos online. Para más información 

vid. https://www.gibraltar.gov.gi/new/remote-gambling#ancla1 (consultado por última vez el día 

28/04/2016) 

https://www.gibraltar.gov.gi/new/remote-gambling#ancla1
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prestaciones de servicios. Esta nueva reforma establece que los servicios de juego que se prestan 

por medios electrónicos ya no tributaran por el IVA donde reside el prestador, sino que se 

aplicara el IVA del territorio donde reside el destinatario. Por tanto los operadores del juego 

residentes en paraísos fiscales,  actualmente deben pagar IVA en el territorio donde ofrezcan los 

servicios de juego. Sin embargo, esta medida fiscal no repercute a dichos operadores cuando 

realizan su actividad de juego en países donde el juego está exento de IVA, como ocurre en el 

estado español.  

A continuación se tomará como referencia tres regímenes fiscales europeos sobre juego 

online, más concretamente los que se hallan regulados en Reino Unido, Francia y Portugal: 

a) En lo referente al régimen fiscal del Reino Unido, éste se articula en un impuesto 

sobre el juego remoto denominado «Remote Gaming Duty» en el que se establece un tipo del 

15% sobre los ingresos netos para todos los juegos
82

. Además, goza de un régimen fiscal muy 

atractivo para los operadores de juego,  de modo que pagan un tipo del 20% del IS, de los más 

bajos de Europa
83

, y disponen de medidas para reducir el coste del 20% de IVA que soportan
84

.   

Recientemente, con el objeto de proteger a los operadores de juego británicos, el 

gobierno decidió  reformar su ley del juego online con el «Gambling (Licensing and 

Advertising) Act 2014», de modo que estableció un impuesto del 15% sobre los ingresos brutos 

generados por jugadores británicos para los operadores de juego residentes en paraísos fiscales 

que ofrecen juegos en Reino Unido.  

b) En el modelo francés, la oferta de juego online está limitada en apuestas y póquer, 

con una carga impositiva muy elevada. Desde la entrada en vigor de la «LOI n° 2010-476 du 12 

mai 2010 relative à l'ouverture à la concurrence et à la régulation du secteur des jeux d'argent 

et de hasard en ligne»,  se estableció un 7’5% para las apuestas y un 2% para el póquer. Pese a 

que el tipo impositivo parece ser bajo, debe tomarse en consideración que la base imponible son 

las cantidades apostadas, es decir, los ingresos brutos. Por tanto, la cuota a ingresar resulta ser 

excesiva ya que la base imponible gravada es el total del dinero que se mueve en una sala de 

juego
85

. En lo que respecta al IS, los operadores franceses deben hacer pagar el IS con un tipo 

de gravamen del 33’3%, y soportar los costes del IVA con un tipo del 19’6%
86

.  
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 26C  Betting and Gaming Duties Act 1981 
83

 Para más información vid. https://home.kpmg.com/xx/en/home/services/tax/tax-tools-and-

resources/tax-rates-online.html (Consultado el día 29/04/2016). 
84

 DELOITTE (2013): Informe sobre la fiscalidad del juego online. Disponible en 

http://eldiario.deljuego.com.ar/images/stories/Notas/00__2013/2013_09_25_informe_sobre_la_fiscalidad

_juego_online.pdf  (Consultado el día 03/05/2016). 
85

 Ibídem.  
86

 Para más información vid. https://home.kpmg.com/xx/en/home/services/tax/tax-tools-and-

resources/tax-rates-online.html (Consultado el día 04/05/2016). 

https://home.kpmg.com/xx/en/home/services/tax/tax-tools-and-resources/tax-rates-online.html
https://home.kpmg.com/xx/en/home/services/tax/tax-tools-and-resources/tax-rates-online.html
http://eldiario.deljuego.com.ar/images/stories/Notas/00__2013/2013_09_25_informe_sobre_la_fiscalidad_juego_online.pdf
http://eldiario.deljuego.com.ar/images/stories/Notas/00__2013/2013_09_25_informe_sobre_la_fiscalidad_juego_online.pdf
https://home.kpmg.com/xx/en/home/services/tax/tax-tools-and-resources/tax-rates-online.html
https://home.kpmg.com/xx/en/home/services/tax/tax-tools-and-resources/tax-rates-online.html
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El sector del juego online francés se encuentra en una situación muy difícil ya que la 

carga fiscal soportada por los operadores de juego genera que estos obtengan un margen de 

beneficios muy bajo. De ahí a que el número de titulares que tienen licencias para operar en 

Francia ha descendido de 35 en el año 2010 a 17 en el año 2015
87

.  

c) Por lo que respecta al estado portugués, el juego online ha sido regulado 

recientemente con el «Decreto-Lei n. º 66/2015 de 29 de abril». En su artículo 89 se establece el 

«Imposto especial de jogo online» con un tipo del 15% sobre los ingresos brutos del operador 

de juego. No obstante, el mismo precepto prevé un incremento del tipo de hasta el 30% cuando 

los ingresos brutos superen los 5.000.000 de euros. En este caso, del mismo modo que ocurre 

con Francia, la tributación soportada por las compañías de juego con licencia es abrumadora, ya 

que la base imponible gravada es el volumen de negocios del operador, con la consecuencia que 

algunos operadores de juego hayan decidido no instalarse en el mercado portugués
88

.  

Por todo lo expuesto, se pone de manifiesto que establecer un marco fiscal adecuado es 

necesario para el buen funcionamiento del mercado de juego online. En este sentido, tal y como 

apunta PEREZ CARCEDO, el sistema de tributación que grava los ingresos brutos de los 

operadores de juego, perjudica la competitividad del mercado y conlleva a que las compañías de 

juego desinviertan en publicidad y patrocinio
89

. Asimismo, los participantes también resultan 

afectados porque los impuestos de los operadores repercuten indirectamente en ellos, a través de 

la subida del precio de los productos relacionados con el juego online y la rebaja de los premios 

que les ofrecen. Consecuentemente, muchos jugadores pueden buscar alternativas de producto 

de juego que se hallan en mercados no regulados, de modo que el Estado sale perjudicado 

porque no recaudará dinero de dichas actividades
90

.   
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MORALES, E. (2015): El juego online. Disponible en https://elrecreativo.com/wp-

content/uploads/2015/12/Eduardo_morales-Juego-Online.pdf (Consultado el día 05/05/2016). 
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 P.ej. los operadores de juego «William Hill»,«PKR» y «Party Poker» anunciaron no operar en Portugal. 

Para más información vid. http://www.pokerlistings.es/nueva-ley-del-juego-portuguesa-es-portugal-

nuevo-paraiso-del-poker-46101 
89

 PALOMAR OLMEDA, A.(2011) «El juego online» Navarra: Editorial Aranzadi, SA , pág. 54 
90

 Ibídem. pág. 54 

https://elrecreativo.com/wp-content/uploads/2015/12/Eduardo_morales-Juego-Online.pdf
https://elrecreativo.com/wp-content/uploads/2015/12/Eduardo_morales-Juego-Online.pdf
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4. CONCLUSIONES 

 

 Una vez finalizado el estudio de la normativa estatal, en materia de juego, que se 

plantea para los operadores de juego que actúan en territorio español, procede extraer las 

siguientes conclusiones:   

 La regulación del juego que se ha llevado a cabo a través de la LRJ ha estructurado el 

mercado del juego en dos regímenes jurídicos distintos: uno para los  juegos presenciales, 

regulados por las normas preexistentes que no se han visto afectadas por la LRJ;  y otro para los 

juegos online, regulados por la misma LRJ. Esta situación comporta, en términos fiscales, que 

los operadores de juego estén sometidos a una fiscalización diferenciada:  

 Por un lado, distinguimos la relativa al juego presencial, sujeto al gravamen de las tasas 

sobre el juego transferidas completamente a las CCAA, y de otras figuras tributarias  

creadas por los entes autonómicos – como el impuesto sobre el bingo –, en virtud de su 

competencia exclusiva en materia de juego.  

 Por otro lado, encontramos la tributación para los juegos online, que  establece el IAJ y 

la tasa por la gestión administrativa de juego.  

 Asimismo, debe sumarse la cantidad de modalidades de juego de azar que se recogen en 

las normas, con distintas formas de tributar cada una de ellas.  

 Como resultado, se presenta en el marco regulatorio del juego, un número considerable 

de tipos de gravámenes y bases imponibles dispares entre sí. A mi parecer, puede resultar 

discriminatorio que se establezcan desigualdades fiscales en un mismo sector económico, 

integrado por operadores de juego que realizan la misma actividad. De hecho, si comparamos 

los juegos presenciales y los juegos online, el hecho imponible que se grava es idéntico en 

ambos casos, y, sin embargo, los obligados tributarios deben pagar cuotas totalmente distintas. 

En concreto, los operadores de juego online resultan favorecidos frente a los presenciales por 

soportar una carga impositiva inferior, por la sencilla razón, a mi parecer, de que el juego online 

no estuvo sujeto a tributación durante muchos años, y el Estado - consciente de ello - no quiso 

establecer unos tipos muy elevados por miedo a que los operadores de juego online que habían 

estado presentes hasta entonces, salieran del mercado español. 

  Sin embargo, pese a lo dicho, la configuración que ha llevado a cabo el legislador no ha 

sido, en mi opinión, del todo acertada para incentivar el juego online. La LRJ debería haber 

homogeneizado la fiscalidad de los juegos en España,  no obstante, la finalidad de ésta ha sido 

totalmente opuesta, en tanto que no solamente ha dispuesto de un modelo tributario distinto al 

de los juegos presenciales, sino que ha establecido una pluralidad de gravámenes, y distintos 



 

 

47 

procedimientos para el cálculo de la base imponible según la modalidad de juego online. Ésta 

disparidad de tributaciones manifiesta, a mi juicio, una discriminación en toda regla, teniendo en 

cuenta que, fiscalizar un juego de acuerdo con su volumen de negocios  – como en el supuesto 

de las apuestas deportivas mutuas –, resulta ser mucho más costoso que tributar por los ingresos 

netos. En efecto, esta configuración tributaria no es la más adecuada para los operadores de 

juego, y así lo han demostrado otros mercados europeos más competitivos y rentables en 

materia de juego – como es el de Reino Unido –, en el que se gravan todos los juegos online con 

un único tipo de gravamen. En mi opinión, estandarizar el impuesto sobre el juego no es el 

único aspecto que conlleva al crecimiento del mercado de juego, pero resulta de ayuda en buena 

medida.  

 Por lo que respecta a la carga fiscal que soportan los operadores de juego españoles, a 

mi parecer, resulta ser excesiva, con la consecuencia de que la actividad del juego en España 

solo puede ser realizada por aquellos operadores que tienen más recursos económicos, o bien, 

por aquellos que se localizan en territorios con una tributación más favorable, como en el caso 

de los paraísos fiscales. Para ser más precisos, en España realizan actividades de juego online un 

total de 52 operadores con licencia, de los cuales, una parte importante residen fuera de 

territorio español. Esto es, a mi modo de ver, el resultado de una sobrecarga fiscal que se 

establece con el IAJ, con un tipo impositivo muy elevado respecto a otros regímenes jurídicos 

europeos, además de las escasas deducciones que disponen los operadores de juego respecto al 

IVA y al IS. Dicha configuración tributaria desata consecuencias desfavorables para el sector 

del juego online, de ahí a que Estados como el francés, se hallen en una situación donde el 

mercado de juego no es competitivo por los pocas compañías de juego que operan en el país.  

 A mi juicio, otro aspecto más concreto que la LRJ tampoco ha regulado debidamente, es 

en lo que se refiere a la CNJ. Dicho órgano independiente y supervisor de la actividad del juego 

online en España, al que la LRJ había dedicado una extensa regulación, nunca ha llegado a 

establecerse. Asimismo, paradójicamente, los operadores de juego deben pagar a través de la 

tasa por la gestión administrativa una cuota calculada en base a sus ingresos brutos para sufragar 

los gastos de una entidad que no existe, aun cuando las compañías de juego no contribuyan al 

gasto de ésta. En mi opinión, no guarda coherencia gravar la actividad del juego con dicha 

figura tributaria en el supuesto que el operador no genere gastos, ya que se le grava sus ingresos 

por partida doble, es decir, por el IAJ y por la tasa.  

 Por lo que respecta a la LRJ, la tributación no ha sido el único aspecto que plantea 

ciertos inconvenientes a los operadores de juego, pues el modo de acceso para la explotación de 

juegos online también presenta muchos costes para éstos. La doble licencia que requiere la LRJ 

para legitimar al operador de juego – esto es,  licencia general y singular – configura un sistema 
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de control muy restrictivo, del mismo modo que ocurre para la publicidad del juego, en la que 

también se debe solicitar la licencia pertinente.  

 Por todo lo dicho, cabe señalar que la LRJ no ha establecido el debido orden que, a mi 

parecer, requería el sector del juego español. Los distintos regímenes jurídicos que se hallan en 

el sector como bien se han visto, ha establecido un escenario donde concurren diferentes 

administraciones que ostentan competencias en materia de juego, y por ende, plantea diferentes 

niveles fiscales para las modalidades de juego en el territorio español. El legislador no ha 

motivado las desigualdades que se dan en el sector de acuerdo a los principios de justicia 

tributaria consagrados en el artículo 31.1 de la CE, y por ello, los operadores de juego resultan 

perjudicados en un sector donde resulta más rentable realizar los juegos que fiscalizan en menor 

medida. En lo que se refiere a los juegos online, en mi opinión, se requerirá tarde o temprano de 

una regulación homogénea a nivel europeo ya que es un sector que mueve grandes cantidades 

de dinero y que está creciendo día a día; sin embargo, bien es cierto que no todos los mercados 

del juego resultan ser igual de competitivos y rentables.  
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1. Tribunal de Justicia de la Unión Europea: 

 

- STJUE, de 6 de noviembre de 2003, caso «Gambelli» 

- STJUE, de 6 de marzo de 2007, caso «Placanica» 

- STJUE, de 8 de septiembre de 2009,  caso «Bwin». 

- STJUE, de 9 de septiembre de 2010, caso «Engelmann» 

- STJUE, de 7 de diciembre de 2010, caso «Pammer» 

 

 

2. Tribunal Constitucional:  

 

- STC 126/1987, de 16 de julio. 

- STC 296/1994, de 10 de noviembre. 

- STC 163/1994, de 26 de mayo. 

 

 

3. Tribunal Supremo: 

 

- STS 3688/1988, de 17 de mayo. 
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